SOLIDA ADMINISTRADORA DE

PORTAFOLIOS S.A. DE C.V.

VS.

GONZALEZ PEREZ GUSTAVO.

JUICIO ESPECIAL HIPOTECARIO.

EXPEDIENTE: 491/01.

C. JUEZ QUINCUAGESIMO PRIMERO DE LO

CIVIL, EN EL DISTRITO FEDERAL.


GUSTAVO GONZALEZ PEREZ, por mi propio derecho, señalando como domicilio para oír y recibir todo tipo de notificaciones, documentos y valores, el ubicado en Avenida Paseo de la Reforma, número 199, Octavo Piso, Despacho 802, Colonia Cuauhtémoc, Delegación Cuauhtémoc, Código Postal 06500, México Distrito Federal, autorizando para los mismos efectos a los Licenciados en Derecho JOSE MIGUEL BLANCAS VARGAS, HECTOR JULIO MENDOZA GOMEZ, JOSE FERNANDO BETANCOURT CERVERA, MARCO ANTONIO ALBA MORENO, con cédulas profesionales número 1697921, 3062935, 4402398, 4642604, respectivamente, así como a los Pasantes en Derecho los CC. YANETH GARCIA ESPINDOLA, VICTOR HUGO FLORES RAMIREZ, HUGO PIÑONES FUENTES, BENJAMIN IVAN SANCHEZ PEREZ, JULIO DE LA VEGA LUNA, LUCIA DEL CARMEN GONZALEZ DE LA PEÑA, ante Usted con el debido respeto comparezco para exponer:


Por medio del presente escrito, estando en tiempo y forma hábil, vengo a dar contestación a la frívola e improcedente demanda incoada en mi contra, en los siguientes términos:

CONTESTACION A LAS PRESTACIONES

A) La prestación relativa que en este apartado se contesta, es improcedente por las manifestaciones vertidas en el cuerpo del presente escrito.

B) La prestación relativa que en este apartado se contesta, es improcedente por las manifestaciones vertidas en el cuerpo del presente escrito.

C) La prestación relativa que en este apartado se contesta, es improcedente por las manifestaciones vertidas en el cuerpo del presente escrito.

D) La prestación relativa que en este apartado se contesta, es improcedente por las manifestaciones vertidas en el cuerpo del presente escrito.

E) La prestación relativa que en este apartado se contesta, es improcedente por las manifestaciones vertidas en el cuerpo del presente escrito.

CONTESTACION A LOS HECHOS


1.- El hecho correlativo que en este apartado se contesta es cierto, por lo que no existe controversia alguna.


2.- El hecho correlativo que en este apartado se contesta es cierto, aclarando que el domicilio correcto es el ubicado en la Unidad Privativa número 201 –doscientos uno-, del edificio “D” , del Régimen de Propiedad en Condominio número      11   – once -,  de   la    manzana    número   II,   así    como  el cajón de

 estacionamiento identificado con el mismo número, del Conjunto Habitacional denominado indistintamente como “ VILLA CENTROAMERICANA Y DEL CARIBE”, “LA TURBA” O “ UNIDAD “, en la Delegación de Tláhuac, en México Distrito Federal, y no como erróneamente lo indica mi contraria.


3.- El hecho correlativo que en este apartado se contesta es cierto, por lo que no existe controversia al respecto.


4.- El hecho correlativo que en este apartado se contesta es cierto, por lo que no existe controversia al respecto.


5.- El hecho correlativo que en este apartado se contesta es cierto, por lo que no existe controversia al respecto.


6.- El hecho correlativo que en este apartado se contesta es cierto, por lo que no existe controversia al respecto.


7.- El hecho correlativo que en este apartado se contesta no es un hecho propio por lo tanto se niega. 


8.- El hecho correlativo que en este apartado se contesta es cierto, aclarando que en la parte final de la cláusula Décima Octava del Contrato base de la acción, se pacto que se daría por vencido anticipadamente el término y se hará exigible en una sola exhibición la totalidad del capital adeudado, para el caso de que se actualizara alguna de las hipótesis o causales mencionadas en dicha cláusula, siendo obligatorio para todas las partes que intervinieron en el Contrato antes mencionado.


9.- El hecho correlativo que en este apartado se contesta es cierto, por lo que no existe controversia al respecto.


10.- El hecho correlativo que en este apartado se contesta es cierto, por lo que no existe controversia al respecto.


11.- El hecho correlativo que en este apartado se contesta es falso, en virtud de que el suscrito dejó de pagar a partir del mes de enero de 1991, y no en el mes de noviembre como de forma dolosa pretende hacer creer mi contraria a su Señoría, 

En tal orden de ideas, es de hacer mención, que conforme al artículo 2918 y 3016, ambos del Código Civil para el Distrito Federal, el término de la prescripción de la acción hipotecaria, comienza a contarse a partir de la fecha en que puede ejercitarse la acción derivada del documento inscrito, para lo cual debe atenderse a la fecha de presentación del primer aviso al Registro Publico de la Propiedad de dicha acción, fecha que acreditaré con documento idóneo, tal y como lo es la constancia del Folio Real del Inmueble materia del contrato base de la acción.


Asimismo, cabe manifestar a su Señoría, la actitud dolosa y usurera adoptada por mi contraria, al valerse de manifestaciones sin ningún sustento, a efecto de acomodar los tiempos a su conveniencia y tratar de engañar la buena fe de su Señoría al hacerle creer que se encuentra en tiempo para ejercitar la acción hipotecaria, así como contar con el derecho de demandar el cumplimiento de obligaciones, las cuales se encuentran prescritas, y de esta forma sacar un provecho indebido, dando una mala aplicación a la legislación de la materia. 


12.- El hecho correlativo que en este apartado se contesta es cierto, por lo que no existe controversia al respecto.

CONTESTACION AL CAPITULO DE DERECHO


En cuanto a este capítulo, su Señoría es el competente para determinar y resolver si los preceptos legales invocados por mi contraria son los adecuados.


Asimismo, en este acto vengo interponer de mi parte las siguientes:

EXCEPCIONES Y DEFENSAS


1.- LA EXCEPCION DE FALTA DE ACCION Y DERECHO.- Consistente en que el actor no tiene acción ni derecho de reclamar las prestaciones que precisa en su escrito inicial de demanda, en virtud de que la acción que pretende ejercitar en contra del suscrito, se encuentra prescrita, por el simple transcurso del tiempo.


Por lo anterior, es que resulta procedente la presente excepción, debiendo su Usía declarar improcedentes todas y cada una de las prestaciones reclamadas por mi contraria en el presente juicio, por carecer de acción y derecho mi contraria para demandarme el cumplimiento de una obligación prescrita.


2.- SINE ACTIONE AGIS.- Interpongo esta defensa, negando de forma categórica y general el contenido de la acción que el actor hace valer, esto con el único objetivo de hacer recaer la carga de la prueba en el afirmante, tal y como lo establece la tesis jurisprudencial que a continuación cito:

Octava Epoca

Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito

Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la Federación

Tomo: 54, Junio de 1992

Tesis: VI 2º.J/203

Página: 62

SINE ACTIONE AGIS.- La defensa de carencia de acción o sine actione agis, no constituye propiamente hablando una excepción, pues la excepción es una defensa que hace valer el demandado para retardar el curso de la acción o para destruirla, y la alegación de que el actor carece de acción, no entra dentro de esa division. Sine actione agis no es otra cosa que la simple negación del derecho ejercitado, cuyo efecto jurídico, solamente puede consistir en el que generalmente produce la negación de la demanda, o sea, el de arrojar la carga de la prueba al actor, y el de obligar al juez a examinar todos los elementos constitutivos de la acción.

SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO DEL SEXTO CIRCUITO.

Amparo directo 144/88. María Trinidad Puga Rojas. 6 de septiembre de 1988. Unanimidad de votos. Ponente: Gustavo .Calvillo Rangel. Secretario: José Mario Machorro Castillo.

Amparo directo 68/89 Celia Alonso Bravo. 7 de marzo de 1989. Unanimidad de votos. Ponente: Gustavo Calvillo Rangel. Secretario: José Mario Machorro Castillo.

Amparo directo 442/89. Rodrigo Bernabé García y Sánchez y otro. 21 de noviembre de 1989. Unanimidad de votos. Ponente: Gustavo Calvillo Rangel. Secretario: José Mario Machorro Castillo.

Amparo directo 104/92. Flotilde Barcala Rubio. 25 de marzo de 1992. Unanimidad de votos. Ponente: Gustavo Calvillo Rangel. Secretario: Jorge Alberto González Alvarez.

Amparo directo 167/92. Fernando Ortiz Pedroza. 29 de abril de 1992. Unanimidad de votos. Ponente: Gustavo Calvillo Rangel. Secretario: Jorge Alberto González Alvarez
3.- LA EXCEPCION DE FALTA DE LEGITIMACION ACTIVA POR PARTE  DE SOLIDA ADMINISTRADORA DE PORTAFOLIOS S.A. DE C.V., en virtud de que como se desprende de la Póliza de Cesión de derechos litigiosos número 9,716, de fecha veintiséis de septiembre del dos mil dos, la cual obra en autos por haber sido ofrecida por mi contraria, “EL CEDENTE” de los derechos del presente juicio es la Persona moral denominada BANCA SERFIN S.A., INSTITUCION DE BANCA MULTIPLE, GRUPO FINANCIERO SANTANDER SERFIN, una persona colectiva totalmente diferente a la que inicio el presente juicio, siendo ésta última la denominada BANCA SERFIN, S.A, INSTITUCION DE BANCA MULTIPLE, GRUPO FINANCIERO SERFIN, motivo por el cual dicha cesión carece de validez, en atención a que como ya se ha manifestado, la persona moral que cedió los derechos litigiosos del presente juicio, no tiene la facultad ni el derecho de hacerlo, en virtud de que ésta no es la que inicio el presente juicio, amén de que en ningún momento se notifico al suscrito y a este H. Juzgado del cambio de denominación social, originando que la persona colectiva denominada SOLIDA ADMINISTRADORA DE PORTAFOLIOS S.A. DE C.V.,no tenga personalidad acreditada para demandar al suscrito el cumplimiento de ciertas obligaciones, amén de que las mismas se encuentran PRESCRITAS por el simple transcurso del tiempo.

Por lo anterior, es que su Señoría debe de declarar improcedente la cesión de derechos litigiosos referida, y en consecuencia declarar improcedentes todas y cada una de las prestaciones que se reclaman del suscrito.

4.- LA EXCEPCION DE PRESCRIPCIÓN DE LA ACCIÓN HIPOTECARIA, derivada del Artículo 2918 del Código Civil para el Distrito Federal, precepto legal que a la letra dice:

“Artículo 2918.- La acción hipotecaria prescribirá a los diez años, contados desde que pueda ejercitarse con arreglo al título inscrito”

De lo anterior se desprende, que de la interpretación armónica del precepto legal antes citado, el término de la prescripción de la acción hipotecaria, comienza a contarse a partir de la fecha en que puede ejercitarse la acción derivada del documento inscrito, para lo cual debe atenderse a la fecha de presentación del primer aviso al Registro Publico de la Propiedad de dicha acción, en virtud de lo dispuesto por el artículo 3016 del Código Civil para el Distrito Federal, el cual establece que los efectos preventivos se retrotraerán a la fecha de presentación, pudiendo observar su Usía, que el primer testimonio de la escritura número 1905, en la cual obra el contrato base de la acción, tiene sello de inscripción de fecha 23 de agosto de 1991, bajo el Folio Real número 668226, lo que se traduce en que fue presentada con anterioridad a dicha fecha, y por tal motivo el término para la prescripción de la acción hipotecaria, comienza a correr desde el primer aviso preventivo, de lo que se desprende que la acción que pretende ejercitar mi contraria SE ENCUENTRA PRESCRITA.

Ahora bien, en el supuesto sin conceder de que la fecha de la prescripción comenzara a contar a partir del mes de noviembre de 1991, fecha señalada por mi contraria, mas no acreditada mediante documento idóneo alguno, de igual forma se encontraría PRESCRITA la acción, en virtud de las manifestaciones vertidas en el párrafo anterior, amén de lo preceptuado por el artículo 1168, fracción II del Código Civil del Distrito Federal, el cual establece que la prescripción se interrumpe por demanda u otro cualquier género de interpelación judicial notificada al poseedor o al deudor en su caso, situación que ocurrió hasta el año dos mil seis, por lo que ha transcurrido en exceso el término señalado para la prescripción de la acción intentada por mi contraria en el presente juicio, y dado que la prescripción negativa debe ser expresamente opuesta como excepción perentoria, así lo hacemos desde este momento para todos los efectos legales a que haya lugar.


Asimismo es de manifestar, que el término de la prescripción, debe de computarse a partir del incumplimiento, aplicada al caso concreto, el incumplimiento de pago, siendo que el suscrito incumplí con dicho pago desde el mes de enero de 1991, con lo que se acredita la prescripción de la acción hipotecaria que intenta hacer valer mi contraria, sirviendo para robustecer lo anteriormente manifestado  lo siguiente tesis:

No. Registro: 178,668

Jurisprudencia

Materia(s): Civil

Novena Época

Instancia: Primera Sala

Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta

Tomo: XXI, Abril de 2005

Tesis: 1a./J. 18/2005

Página: 501

PRESCRIPCIÓN DE LA ACCIÓN HIPOTECARIA. EL PLAZO PARA QUE OPERE DEBE COMPUTARSE A PARTIR DE QUE SE INCUMPLE CON LA OBLIGACIÓN DEL CONTRATO PRINCIPAL Y NO DESDE EL VENCIMIENTO ANTICIPADO DEL PLAZO ORIGINALMENTE PACTADO EN EL MISMO (LEGISLACIONES FEDERAL Y DEL ESTADO DE JALISCO).

El Código Civil Federal y el Código Civil del Estado de Jalisco coinciden en señalar que la prescripción de la acción hipotecaria comienza a computarse una vez que la obligación principal se hace exigible. Además, ambas legislaciones establecen que la exigibilidad de una obligación de pago acontece desde el momento en que su pago no puede rehusarse conforme a derecho, lo cual sucede desde el vencimiento de la obligación, porque en tanto no se produzca dicho vencimiento, el deudor se puede rehusar al cumplimiento conforme a derecho. Por tanto, esta clase de obligaciones es exigible desde el momento en que se incumple con ellas, incluso cuando se otorga al acreedor el derecho para declarar el vencimiento anticipado del plazo originalmente pactado en el contrato por incumplimiento del deudor, ya que lo que determina la exigibilidad de la obligación es el incumplimiento y no ese vencimiento anticipado. Por lo anterior, el plazo para que opere la prescripción de la acción hipotecaria debe computarse desde el momento en que se incumple con la obligación del contrato principal, y no cuando el plazo originalmente pactado en éste se termina o vence anticipadamente, ya que considerar lo contrario contravendría el principio de seguridad que inspira al sistema jurídico mexicano, porque se estaría facultando al acreedor para determinar desde cuándo comienza el cómputo del plazo de la prescripción, cuestión que al ser de orden público, no puede quedar al arbitrio de los contratantes.

Contradicción de tesis 121/2004-PS. Entre las sustentadas por los Tribunales Colegiados en Materia Civil, Quinto del Tercer Circuito y Séptimo del Primer Circuito. 26 de enero de 2005. Cinco votos. Ponente: José Ramón Cossío Díaz. Secretario: Fernando A. Casasola Mendoza.

Tesis de jurisprudencia 18/2005. Aprobada por la Primera Sala de este Alto Tribunal, en sesión de fecha dieciséis de febrero de dos mil cinco.


Por lo anterior es que su Señoría, debe de declarar procedente esta excepción, declarando la prescripción del derecho y la acción que pretende hacer valer mi contraria.


5.- LA EXCEPCIÓN DERIVADA DE LOS ARTICULOS 1135, 1158, 1159, del Código Civil para el Distrito Federal, consistente en la PRESCRIPCION NEGATIVA DE UNA OBLIGACIÓN, consistente en el caso particular en la deuda que el suscrito tenía con la actora, prescripción que opera por el simple transcurso del tiempo, debiendo pasar como mínimo diez años, mismos que han transcurrido en exceso, en virtud que desde el mes de enero de 1991, fecha en que el suscrito dejó de cumplir con su obligación de pago, comienza a contar el término de diez años para que opere la prescripción y por consiguiente la extinción de una obligación por el simple transcurso del tiempo, en virtud que desde ese momento, mi contraria pudo haber ejercido el derecho y la acción correspondiente, amén de que también ha transcurrido mas de diez años, a partir de la fecha de inscripción de primer aviso preventivo en el Registro Publico de la Propiedad y del Comercio, motivo por el cual se encuentra prescrita la deuda que el suscrito tenia con la actora.
Ahora bien, en el supuesto sin conceder de que la fecha de la prescripción comenzara a contar a partir del mes de noviembre de 1991, fecha señalada por mi contraria, mas no acreditada mediante prueba idónea alguna, de igual forma se encontraría PRESCRITA la obligación, entendiendo ésta como la deuda del suscrito a favor de la parte actora, en virtud de lo preceptuado por el artículo 1168, fracción II del Código Civil del Distrito Federal, el cual establece que la prescripción se interrumpe por demanda u otro cualquier género de interpelación judicial notificada al poseedor o al deudor en su caso, situación que ocurrió hasta el año dos mil seis, por lo que ha transcurrido en exceso el término señalado para la prescripción de las obligaciones que se me demandan.


Por lo anterior es que su Señoría debe de declarar procedente la presente excepción, en virtud de que claramente ha transcurrido en exceso el término de diez años necesarios para que opera la prescripción negativa, habiendo transcurrido hasta la fecha, mas de catorce años, motivo por el cual se debe de declarar la prescripción de las obligaciones que de forma contraria a derecho me demanda mi contraria. 


 En tal orden de ideas, en este acto vengo a ofrecer de mi parte las siguientes:

PRUEBAS


1.- LA CONFESIONAL.- A cargo del Representante Legal de la parte actora SOLIDA ADMINISTRADORA DE PORTAFOLIOS S.A DE C.V. quien deberá acreditar tener facultades para absolver posiciones, quien deberá de presentarse en este H. Juzgado el día y hora que su Señoría se sirva señalar para el desahogo de esta prueba, solicitando desde este momento se le notifique a la actora por conducto de este H. Juzgado, la fecha en que tendrá verificativo la audiencia de desahogo de la presente prueba, apercibiéndolo que de no comparecer sin justa causa, será declarada confesa de todas y cada una de las posiciones que previamente sean calificadas de legales, del Pliego de Posiciones que exhibiré con posterioridad.


Esta prueba la ofrezco en términos de lo dispuesto por los artículos 278, 285, 289, 308, 309, 310, 315, 316 y demás relativos y aplicables del Código de Procedimientos Civiles para el Distrito Federal, relacionándola con todos y cada uno de la contestación a los hechos realizada por el suscrito en mi contestación de demanda, en específico con los marcados con los numerales 1,2,3,4,5,6,7,8,9,10,11.


Con dicha prueba acreditare de forma fehaciente, que el suscrito dejó de cumplir su obligación desde el mes de enero de 1991, así como la fecha de inscripción del primer aviso preventivo ante el Registro Publico de la Propiedad y del Comercio, del contrato base de la presente acción, a efecto de que su Señoría realice el computo de los diez años a partir de la fecha de inscripción, y cerciorarse que ha transcurrido en exceso el término señalado para que opere la prescripción, tanto de la acción hipotecario, como del derecho de demandar el cumplimiento de la obligación por parte del suscrito.


Asimismo, acreditare que la cesión de derechos litigiosos no tiene validez por las consideraciones esgrimidas en mi escrito de contestación de demanda y excepciones y defensas.


2.- LA DOCUMENTAL PUBLICA.- Consistente en la Escritura Pública número 1905, de fecha treinta de noviembre de mil novecientos noventa, pasada ante la fe del Notario Publico número 70 del Distrito Federal, Licenciado Pedro Vázquez Nava, en la cual obra el contrato base de la acción, misma que obra en autos por haber sido exhibido por la parte actora, haciéndola prueba del suscrito, tomando en consideración el Principio procesal de adquisición de prueba.


Esta prueba la ofrezco en términos de lo dispuesto por los artículos 278, 285, 289, 327 y demás relativos y aplicables del Código de Procedimientos Civiles para el Distrito Federal, relacionándola con todos y cada uno de la contestación de los hechos realizada por el suscrito en mi escrito de contestación de demanda, en específico con los marcados con los numerales 1,2,3,4,5,6,8,9,10.


Con esta prueba acreditaré de forma fehaciente, los términos sobre los cuales el suscrito contrato con la parte actora, así como la fecha del sello de inscripción de la misma en el Registro Publico de la Propiedad y del Comercio, lo que permitirá que su Señoría se percate de que tanto la acción como las obligaciones que me demandan, se encuentran prescritas, amén de lo establecido en dicho contrato respecto al vencimiento anticipado por falta de pago del suscrito.


3.- LA DOCUMENTAL PUBLICA.- Consistente en la Póliza del Contrato de Cesión de Derechos litigiosos de fecha 26 de septiembre del 2002, ante el Licenciado Jaime Saenz Azcarraga, titular de la Correduría Publica número 10 del Distrito Federal, celebrada entre Banca Serfin, S.A., Institución de Banca Múltiple, Grupo Financiero Santander Serfin y Sólida Administradora de Portafolios, S.A. DE C.V., misma que ya obra en autos por haber sido exhibido por la parte actora, haciéndola prueba del suscrito, con base en el Principio procesal de adquisición de prueba.


Esta prueba la ofrezco en términos de lo dispuesto por los artículos 278, 285, 289, 327 y demás relativos y aplicables del Código de Procedimientos Civiles para el Distrito Federal, relacionándola con todos y cada uno de la contestación de los hechos realizada por el suscrito en mi escrito de contestación de demanda, en específico con los marcados con los numerales 1,2,3,4,5,6,7,8,9,10,11,12.


Con dicha prueba acreditare que la cesión de derechos litigiosos, es inválida, en virtud de que la persona moral que cede los mismos, no es la que inicio el presente juicio, situación por la cual el cedente carece de facultades para haber realizado dicha cesión, amén de que no se notificó al suscrito el cambio de denominación social, así como también acreditaré la falta de legitimación activa de la empresa denominada Sólida Administradora de Portafolios S.A. DE C.V.


4.- LA DOCUMENTAL PUBLICA.- Consistente en las copias certificadas del folio real número 668226 del Inmueble materia del contrato base de la acción, que se sirva remitir a este H. Juzgado el Registro Publico de la Propiedad y del Comercio del Distrito Federal, para lo cual solicito se envié atento oficio,  al Registro Publico de la Propiedad y del Comercio, solicitándole remita las copias certificadas antes mencionadas.


Esta prueba la ofrezco en términos de lo dispuesto por los artículos 278, 285, 289, 327 y demás relativos y aplicables del Código de Procedimientos Civiles para el Distrito Federal, relacionándola con todos y cada uno de la contestación de los hechos realizada por el suscrito en mi escrito de contestación de demanda, en específico con los marcados con los numerales 11.


Con dicha prueba, acreditaré de forma fehaciente en que fecha se realizo la inscripción del primer aviso preventivo, así como la fecha de la inscripción definitiva del contrato base de la presente acción, lo cual servirá para realizar el computo del término establecido por la ley para que opere la prescripción de la acción, así como de la obligación de pago.


5.- LA DOCUMENTAL PRIVADA.- Consistente en copia de la constancia del Folio Real número 668226 del domicilio materia del contrato base de la acción, manifestando mi imposibilidad para anexarlo en este acto, por lo que adjunto al presente escrito como ANEXO UNO, mi acuse de recibido con el cual acredito que ya ha sido solicitado dichos antecedentes, comprometiéndose el suscrito a exhibir los antecedentes a este H. Juzgado en el momento en que me sean entregados.


Esta prueba la ofrezco en términos de lo dispuesto por los artículos 278, 285, 289, 334, 335 y demás relativos y aplicables del Código de Procedimientos Civiles para el Distrito Federal, relacionándola con todos y cada uno de la contestación de los hechos por el suscrito, en mi escrito de contestación de demanda, en específico con los marcados con los numerales 11.


Con dicha prueba, acreditaré de forma fehaciente en que fecha se realizo la inscripción del primer aviso preventivo, así como la fecha de la inscripción definitiva del contrato base de la presente acción, lo cual servirá para realizar el computo del término establecido por la ley para que opere la prescripción de la acción, así como de la obligación de pago.

6.- LA INSTRUMENTAL DE ACTUACIONES.- Consistente en todo lo actuado y por actuar en el presente juicio, en todo aquello que favorezcan los intereses de la suscrita.

Esta probanza la ofrezco en términos de ley, relacionándola con todos y cada uno de los hechos narrados en mi escrito inicial de demanda, y en específico con los marcados con los numerales 1, 2, 3, 4, 5, 6, 7, 8, 9, 10, 11,12.

7.- LA PRESUNCIONAL LEGAL Y HUMANA.- Consistente en todos aquellos razonamientos lógicos jurídicos y humanos, que su Señoría se sirva realizar al momento de resolver el presente juicio, partiendo de hechos conocidos para conocer la verdad de otros desconocidos, en todo aquello que favorezca los intereses de la suscrita.

Esta probanza la ofrezco en términos de los dispuesto por los artículos 379, 380, 381, 382 y demás relativos y aplicables del Código de Procedimientos Civiles para el Distrito Federal, relacionándola con todos y cada uno de los hechos narrados en mi escrito inicial de demanda, y en específico con los marcados con los numerales 1,2,3,4,5,6,7,8,9,10,11,12.


Por lo anteriormente expuesto y fundado,

A USTED C. JUEZ, atentamente pido se sirva:


PRIMERO.- Tenerme por contestada la demanda en tiempo y forma, señalando domicilio para oír y recibir todo tipo de notificaciones, documentos y valores, así como por autorizados a los profesionistas mencionados para los mismos efectos.


SEGUNDO.- Tenerme por opuestas todas y cada una de las excepciones y defensas que el suscrito hace valer en el presente escrito, declarándolas procedentes en su totalidad.


TERCERO.- Se sirva tenerme por ofrecidas y admitidas todas y cada una de las pruebas mencionadas en el presente escrito, señalando fecha para el desahogo de las mismas.


CUARTO.- En el momento procesal oportuno, dictar la resolución que conforme a derecho corresponda, absolviendo al suscrito de todas y cada una de las prestaciones que se me demandan.

PROTESTO LO NECESARIO

GUSTAVO GONZALEZ PEREZ

México, Distrito Federal a veinticuatro de mayo del dos mil seis.

PLIEGO DE POSICIONES QUE DEBERA ABSOLVER EL REPRESENTANTE LEGAL DE LA PARTE ACTORA, QUIEN DEBERA ACREDITAR CON DOCUMENTO IDONEO, TENER FACULTADES PARA ABSOLVER POSICIONES, DENTRO DEL JUICIO ESPECIAL HIPOTECARIO, BAJO EL RUBRO DE SÓLIDA ADMINISTRADORA DE PORTAFOLIOS SA DE CV, EN CONTRA DE GUSTAVO GONZALEZ PEREZ, EXPEDIENTE 491/01, RADICADO EN EL JUZGADO QUINCUAGESIMO PRIMERO DE LO CIVIL DEL DISTRITO FEDERAL.


QUE DIGA SI ES CIERTO COMO LO ES:

1.- QUE USTED SABE QUE SU ARTICULANTE CELEBRO UN CONTRATO DE APERTURA DE CREDITO CON INTERES Y GARANTIA HIPOTECARIA.

2.- QUE USTED SABE QUE EL CONTRATO REFERIDO EN LA POSICION ANTERIOR, SE CELEBRO CON LA INSTITUCION BANCARIA DENOMINADA BANCA SERFIN, SOCIEDAD NACIONAL DE CREDITO.

3.- QUE SU REPRESENTADA SABE QUE EL CONTRATO MENCIONADO EN LA POSICION ANTERIOR SE CELEBRO CON FECHA 30 DE NOVIEMBRE DE 1990.

4.- QUE SU REPRESENTADA SABE QUE EL CONTRATO DE REFERENCIA SE CELEBRO ANTE EL NOTARIO PUBLICO NUMERO 70 DEL DISTRITO FEDERAL.

5.- QUE SU REPRESENTADA SABE QUE SE DIO COMO GARANTIA UN INMUEBLE.

6.- QUE SU REPRESENTADA SABE QUE EL INMUEBLE DADO EN GARANTIA SE ENCUENTRA UBICADO EN,  UNIDAD PRIVATIVA NUMERO 201, DEL EDIFICIO “D”, DEL REGIMEN DE PROPIEDAD EN CONDOMINIO NUMERO 11, DE LA MANZANA II, DEL CONJUNTO HABITACIONAL DENOMINADO INDISTINTAMENTE COMO “VILLA CENTROAMERICANA Y DEL CARIBE”, “LA TURBA” O “UNIDAD”, EN LA DELEGACION TLAHUAC, EN MEXICO DISTRITO FEDERAL.

7.- QUE SU REPRESENTADA SABE QUE EL CREDITO OTORGADO A SU ARTICULANTE FUE POR LA CANTIDAD DE $ 498,087,450.00 (CUATROCIENTOS NOVENTA Y OCHO MILLONES OCHENTA Y SIETE MIL CUATROCIENTOS CINCUENTA PESOS 00/100 MN).

8.- QUE SU REPRESENTADA SABE QUE LA CANTIDAD ANTES MENCIONADA EQUIVALE A LA DENOMINACIÓN  MONETARIA DE “VIEJOS PESOS”.

9.- QUE SE REPRESENTADA SABE QUE LA CANTIDAD ANTES MENCIONADA EQUIVALE A $ 498,087.45 (CUATROCIENTOS NOVENTA Y OCHO MIL, OCHENTA Y SIETE PESOS 45/100 MN) NUEVOS PESOS”. 

10.- QUE SU REPRESENTADA SABE QUE SU ARTICULANTE SE ABSTUVO DE  CUMPLIR CON LA OLIGACION DE PAGO ADQUIRIDA EN EL CONTRATO ANTES MENCIONADO.

11.- QUE SU REPRESENTADA SABE QUE EN EL AÑO DE 1991- MIL NOVECIENTOS NOVENTA Y UNO, SU ARTICULANTE SE ABSTUVO DE  DAR CUMPLIMIENTO CON SU OLIGACION DE PAGO.

12.- QUE SU REPRESENTADA SABE QUE EN EL MES DE ENERO DE 1991 – ML NOVECIENTOS NOVENTA Y UNO-, SU ARTICULANTE SE ABSTRUVO DE SEGUIR CUMPLIENDO CON SU OBLIGACION DE PAGO.

13.- QUE SU REPRESENTADA SABE QUE HAN TRANSCURRIDO MAS DE DIEZ AÑOS, DESDE LA FECHA EN QUE SU ARTICULANTE INCUMPLIO CON SU OBLIGACION DE PAGO. 

14.- QUE SU REPRESENTADA SABE QUE LA INSTITUCION DE CREDITO DENOMINADA BANCA SERFIN, SOCIEDAD NACIONAL DE CREDITO, INICIO EL PRESENTE JUICIO.

15.- QUE SU REPRESENTADA SABE QUE LA INSTITUCION DE CREDITO DENOMINADA BANCA SERFIN, SOCIEDAD NACIONAL DE CREDITO, PRESENTO SU ESCRITO INICIAL DE DEMANDA EL DIA PRIMERO DE AGOSTO DEL 2001.

16.- QUE SU REPRESENTADA SABE QUE LA INSTITUCION DENOMINADA BANCA SERFIN SOCIEDAD ANONIMA INSTITUCION DE BANCA MULTIPLE, GRUPO FINANCIERO SANTANDER SERFIN, CEDIO A SU REPRESENTADA LOS DERECHOS LITIGIOSOS DEL PRESENTE JUICIO.

17.- QUE SU REPRESENTADA SABE QUE LA CESION DE DERECHOS ANTES MENCIONADA, SE CELEBRO CON FECHA 26-VEINTISEIS DE SEPTIEMBRE DEL AÑO 2002.

18.- QUE SU REPRESENTADA SABE QUE LA CESION DE DERECHOS LITIGIOSOS MENCIONADA, SE REALIZO MEDIANTE POLIZA.

19.- QUE SU REPRESENTADA SABE QUE LA POLIZA ANTES MENCIONADA, FUE LA NUMERO 9,716.

20.- QUE SU REPRESENTADA SABE QUE LA POLIZA DEL CONTRATO DE CESION DE DERECHOS ANTES MENCIONADA, SE CELEBRO ANTE EL CORREDOR PUBLICO NUMERO 10 DEL DISTRITO FEDERAL.

21.- QUE SU REPRESENTADA SABE QUE  LA INSTITUCION DENOMINADA “BANCA SERFIN, SOCIEDAD NACIONAL DE CREDITO” Y LA INSTITUCION DENOMINADA  “BANCA SERFIN SOCIEDAD ANONIMA INSTITUCION DE BANCA MULTIPLE, GRUPO FINANCIERO SANTANDER SERFIN”, SON PERSONAS MORALES DISTINTAS.

22.- QUE SU REPRESENTADA SABE QUE HA PRESCRITO LA ACCIÓN HIPOTECARIA QUE INTENTA POR ESTA VÍA. 

23.- QUE SU REPRESENTADA SABE QUE HA PRESCRITO LA OBLIGACIÓN DE PAGO DE SU ARTICULANTE. 

ME RESERVO EL DERECHO DE FORMULAR MAS POSICIONES DE MANERA VERBAL.

PROTESTO LO NECESARIO

GUSTAVO GONZALEZ PEREZ

SOLIDA ADMINISTRADORA DE

PORTAFOLIOS S.A. DE C.V.

VS.

GONZALEZ PEREZ GUSTAVO.

JUICIO ESPECIAL HIPOTECARIO.

EXPEDIENTE: 491/01.

C. JUEZ QUINCUAGESIMO PRIMERO DE LO

CIVIL, EN EL DISTRITO FEDERAL.


GUSTAVO GONZALEZ PEREZ, por mi propio derecho, personalidad que tengo debidamente acreditada y reconocida en los autos del juicio al rubro citado, ante Usted con el debido respeto comparezco para exponer:


Por medio del presente escrito, estando en tiempo y forma hábil, y con fundamento en lo dispuesto por los artículos 290 y demás relativos y aplicables del Código de Procedimientos Civiles para el Distrito Federal, vengo a ofrecer de mi parte las siguientes:

PRUEBAS

1.- LA CONFESIONAL.- A cargo de la parte actora SÓLIDA ADMINISTRADORA DE PORTAFOLIOS S.A DE C.V., por conducto de su Representante Legal, quien deberá acreditar tener facultades para absolver posiciones, el cual deberá de presentarse en este H. Juzgado el día y hora que su Señoría se sirva señalar para el desahogo de esta prueba, solicitando desde este momento se le notifique a la actora por conducto de este H. Juzgado, la fecha en que tendrá verificativo la audiencia de desahogo de la presente prueba, apercibiéndolo que de no comparecer sin justa causa, será declarada confesa de todas y cada una de las posiciones que previamente sean calificadas de legales, del Pliego de Posiciones que en este acto exhibo como ANEXO UNO.


Esta prueba la ofrezco en términos de lo dispuesto por los artículos 278, 285, 289, 308, 309, 310, 315, 316 y demás relativos y aplicables del Código de Procedimientos Civiles para el Distrito Federal, relacionándola con todos y cada uno de  los hechos señalados en mi contestación de demanda, en específico con los marcados con los numerales 1,2,3,4,5,6,7,8,9,10,11.


Con dicha prueba acreditare de forma fehaciente, que el suscrito dejó de cumplir su obligación desde el mes de enero de 1991, transcurriendo de esta forma mas de catorce años y su Usía se cerciore que ha transcurrido en exceso el término señalado para que opere la prescripción, tanto de la acción hipotecario, como del derecho de demandar el cumplimiento de la obligación de pago por parte del suscrito.


Asimismo, acreditare que la cesión de derechos litigiosos no tiene validez por las consideraciones esgrimidas en mi escrito de contestación de demanda y excepciones y defensas.


2.- LA DOCUMENTAL PUBLICA.- Consistente en la Escritura Pública número 1905, de fecha treinta de noviembre de mil novecientos noventa, pasada ante la fe del Notario Publico número 70 del Distrito Federal, Licenciado Pedro Vázquez Nava, en la cual obra el contrato base de la acción, misma que obra en autos por haber sido exhibido por la parte actora, haciéndola prueba del suscrito, tomando en consideración el Principio procesal de adquisición de prueba.


Esta prueba la ofrezco en términos de lo dispuesto por los artículos 278, 285, 289, 327 y demás relativos y aplicables del Código de Procedimientos Civiles para el Distrito Federal, relacionándola con todos y cada uno de los hechos de mi escrito de contestación de demanda, en específico con los marcados con los numerales 1,2,3,4,5,6,8,9,10.


Con esta prueba acreditaré de forma fehaciente, los términos sobre los cuáles el suscrito contrato con la parte actora, así como la fecha del sello de la  inscripción definitiva de la misma en el Registro Publico de la Propiedad y del Comercio, aclarando que la fecha a partir de la que se puede ejercitar la acción hipotecaria, es a partir de la primera inscripción preventiva ante la Institución antes citada, esto es aproximadamente seis meses antes de la fecha de la inscripción definitiva,  lo que permitirá que su Señoría se percate de que tanto la acción como las obligaciones que me demandan, se encuentran prescritas, amén de lo establecido en dicho contrato respecto al vencimiento anticipado por falta de pago del suscrito.


3.- LA DOCUMENTAL PUBLICA.- Consistente en la Póliza del Contrato de Cesión de Derechos litigiosos de fecha 26 de septiembre del 2002, ante el Licenciado Jaime Saenz Azcarraga, titular de la Correduría Publica número 10 del Distrito Federal, celebrada entre Banca Serfin, S.A., Institución de Banca Múltiple, Grupo Financiero Santander Serfin y Sólida Administradora de Portafolios, S.A. DE C.V., misma que ya obra en autos por haber sido exhibido por la parte actora, haciéndola prueba del suscrito, con base en el Principio procesal de adquisición de prueba.


Esta prueba la ofrezco en términos de lo dispuesto por los artículos 278, 285, 289, 327 y demás relativos y aplicables del Código de Procedimientos Civiles para el Distrito Federal, relacionándola con todos y cada uno de la contestación de los hechos realizada por el suscrito en mi escrito de contestación de demanda, en específico con los marcados con los numerales 1,2,3,4,5,6,7,8,9,10,11,12.


Con dicha prueba acreditare que la cesión de derechos litigiosos, es improcedente e inválida, en virtud de que la persona moral que cede los derechos, no es la que inicio el presente juicio, situación por la cual el cedente carece de facultades para haber realizado dicha cesión, amén de que no se notificó al suscrito el cambio de denominación social, así como también acreditaré la falta de legitimación activa de la empresa denominada Sólida Administradora de Portafolios S.A. DE C.V, derivado de la improcedente cesión de los derechos litigiosos del presente juicio.


4.- LA DOCUMENTAL PUBLICA.- Consistente en la constancia del Folio Real número 668226 del inmueble materia del contrato base de la acción, emitido por el Registro Publico de la Propiedad y del Comercio del Distrito Federal, la cual me encuentro imposibilitado a exhibir en este momento, en virtud de que como lo manifesté en mi escrito de contestación de demanda, y en donde se solicito el tramite respectivo ante dicha Institución, tal y como lo acredite con el acuse de recibido, mismo que ya obra en autos por haber sido exhibido en la contestación de la incoada en mi contra, comprometiéndose el suscrito a presentarla ante este H. Juzgado dicha constancia en el momento en que me sea entregada la misma, toda vez que es un tramite en el cual me veo impedido a adelantar los plazos.


Esta prueba la ofrezco en términos de lo dispuesto por los artículos 278, 285, 289, 327, 333 y demás relativos y aplicables del Código de Procedimientos Civiles para el Distrito Federal, relacionándola con todos y cada uno de la contestación de los hechos por el suscrito, en mi escrito de contestación de demanda, en específico con los marcados con los numerales 11.


Con dicha prueba, acreditaré de forma fehaciente en que fecha se realizo la inscripción del primer aviso preventivo, así como la fecha de la inscripción definitiva del contrato base de la presente acción, lo cual servirá para realizar el computo del término establecido por la ley para que opere la prescripción de la acción, así como de la obligación de pago.

5.- LA INSTRUMENTAL DE ACTUACIONES.- Consistente en todo lo actuado y por actuar en el presente juicio, en todo aquello que favorezcan los intereses de la suscrita.

Esta probanza la ofrezco en términos de ley, relacionándola con todos y cada uno de los hechos narrados en mi escrito inicial de demanda, y en específico con los marcados con los numerales 1, 2, 3, 4, 5, 6, 7, 8, 9, 10, 11,12.

6.- LA PRESUNCIONAL LEGAL Y HUMANA.- Consistente en todos aquellos razonamientos lógicos jurídicos y humanos, que su Señoría se sirva realizar al momento de resolver el presente juicio, partiendo de hechos conocidos para conocer la verdad de otros desconocidos, en todo aquello que favorezca los intereses de la suscrita.

Esta probanza la ofrezco en términos de los dispuesto por los artículos 379, 380, 381, 382 y demás relativos y aplicables del Código de Procedimientos Civiles para el Distrito Federal, relacionándola con todos y cada uno de los hechos narrados en mi escrito inicial de demanda, y en específico con los marcados con los numerales 1,2,3,4,5,6,7,8,9,10,11,12.


Por lo anteriormente expuesto y fundado,

A USTED C. JUEZ, atentamente pido se sirva:


PRIMERO.- Tenerme por presentado con el escrito de cuenta, ofreciendo  en tiempo y forma hábil, pruebas de mi parte.


SEGUNDO.- Se tengan por admitidas todas y cada una de las pruebas ofrecidas por el suscrito en el cuerpo del presente libelo, señalando día y hora para el desahogo de las que así lo requieran, ordenando se notifique a la actora de la fecha que se señale para el desahogo de la prueba confesional a su cargo.

PROTESTO LO NECESARIO

GUSTAVO GONZALEZ PEREZ

México, Distrito Federal a diecinueve de junio del dos mil seis.

POSIBLES POSICIONES PARA EL SEÑOR GUSTAVO GONZALEZ
QUE DIGA SI ES CIERTO COMO LO ES:

1.- QUE USTED CELEBRO UN CONTRATO DE APERTURA DE CREDITO CON INTERESES Y GARANTIA HIPOTECARIA.
2.- QUE USTED CELEBRO UN CONTRATO CON LA INSTITUCION DE CREDITO DENOMINADA BANCA SERFIN S.A INSTITUCION DE BANCA MULTIPLE, GRUPO FINANCIERO SERFIN.

3.- QUE USTED CELEBRO UN CONTRATO CON LA INSTITUCION DE CREDITO DENOMINADA BANCA SERFIN S.A INSTITUCION DE BANCA MULTIPLE, GRUPO FINANCIERO SANTANDER SERFIN.

4.- QUE USTED SABE QUE EL CONTRATO MENCIONADO EN LA POSICION ANTERIOR SE CELEBRO CON FECHA 30 DE NOVIEMBRE DE 1990.

5.- QUE USTED SABE QUE EL CONTRATO ANTES MENCIONADO SE CELEBRO ANTE LA FE DEL NOTARIO PUBLICO NUMERO 70 DEL DISTRITO FEDERAL.

6.- QUE USTED SABE QUE SE DIO COMO GARANTIA UN INMUEBLE

7.- QUE USTED SABE QUE EL INMUEBLE DADO EN GARANTIA ES EL UBICADO EN……

8.- QUES USTED SABE QUE EL CREDITO OTORGADO FUE POR LA CANTIDAD DE $498,087,450.00 (VIEJOS PESOS) $ 498,087.45

9.- QUE USTED SE HA ABSTENIDO DE CUMPLIR CON SUS OBLIGACIONES DE PAGO.

10.- QUE USTED SABE QUE HA INCUMPLIDO CON SUS OBLIGACIONES DE PAGO DESDE EL MES DE NOVIEMBRE DE 1991. 

SOLIDA ADMINISTRADORA DE

PORTAFOLIOS S.A. DE C.V.

VS

GONZALEZ PEREZ GUSTAVO.

JUICIO ESPECIAL HIPOTECARIO

EXPEDIENTE: 491/01

C. JUEZ QUINCUAGESIMO PRIMERO DE LO

CIVIL, EN EL DISTRITO FEDERAL.


GUSTAVO GONZALEZ PEREZ, por mi propio derecho, personalidad que tengo debidamente acreditada y reconocida en los autos del juicio al rubro citado, ante Usted con el debido respeto comparezco para exponer:


Por medio del presente escrito, estando en tiempo y forma hábil, con fundamento en lo dispuesto por el artículo 691 y demás relativos y aplicables del Código de Procedimientos Civiles para el Distrito Federal, siendo aplicable el Código anterior a las reformas de mayo de 1996, vengo a interponer RECURSO DE APELACION,  en contra de la Sentencia Definitiva de fecha -22-veintidós de agosto del dos mil seis, el cual solicito sea admitido en AMBOS EFECTOS, toda vez que la Sentencia recurrida me causa perjuicios de difícil reparación, mismos que haré valer ante el Tribunal de Alzada, señalando como constancias para integrar el testimonio de apelación, todo lo actuado en el presente juicio.


En tal orden de ideas, y con fundamento en lo dispuesto por los artículos 703 y 704 del Código Procesal Civil anterior a las reformas de mayo de 1996, manifiesto que el suscrito expresara los agravios correspondientes ante el Tribunal de Alzada.


Por lo anteriormente expuesto y fundado,

A USTED C. JUEZ, atentamente pido se sirva:


UNICO.- Tenerme por interpuesto en tiempo y forma, el recurso de apelación en contra de la Sentencia Definitiva, admitiéndolo en ambos efectos y señalando constancias para integrar el testimonio de apelación correspondiente, ordenando la remisión de los autos al Tribunal de Alzada para la substanciación del mismo.

PROTESTO LO NECESARIO

GUSTAVO GONZALEZ PEREZ

México, Distrito Federal a treinta y uno de agosto del dos mil seis.
SOLIDA ADMINISTRADORA DE

PORTAFOLIOS S.A. DE C.V.

VS

GONZALEZ PEREZ GUSTAVO.

JUICIO ESPECIAL HIPOTECARIO

EXPEDIENTE: 491/01
TOCA: 1193/2006

EXPRESION DE AGRAVIOS
CC. MAGISTRADOS QUE INTEGRAN LA CUARTA SALA
CIVIL, EN EL DISTRITO FEDERAL.


GUSTAVO GONZALEZ PEREZ, por mi propio derecho, personalidad que tengo debidamente acreditada y reconocida en los autos del juicio al rubro citado, señalando domicilio para oír y recibir todo tipo de notificaciones, documentos y valores, el ubicado en Avenida Paseo de la Reforma, número 199, Octavo piso Despacho 802, en la Colonia Cuauhtémoc, Código Postal 06500, Delegación Cuauhtémoc, en México Distrito Federal, autorizando para los mismos efectos a los Pasantes en Derecho los CC. YANETH GARCIA ESPINDOLA, VICTOR HUGO FLORES RAMIREZ, HUGO PIÑONES FUENTES, BENJAMIN IVAN SANCHEZ PEREZ, JULIO DE LA VEGA LUNA, MIRIAM LEONOR LOZA MONROY, ADRIANA IZQUIERDO PIÑA, ante Usted con el debido respeto comparezco para exponer:


Por medio del presente escrito, estando en tiempo y forma hábil, vengo a desahogar la vista ordenada en proveído de fecha veinticinco de septiembre del dos mil seis, expresando de mi parte los siguientes:

AGRAVIOS

PRIMER AGRAVIO

FUENTE DEL AGRAVIO.- La Sentencia Definitiva de fecha veintidós de agosto del dos mil seis, emitida por el A quo.

ARTICULOS VIOLADOS.- El artículo 81 del Código de Procedimientos Civiles para el Distrito Federal, con relación directa al artículo 2918, 1135, 1158, 1159 y 1168 fracción II del Código Civil de la materia, los cuales a la letra dicen:

“Artículo 81.- Las sentencias deben de ser claras, precisas y congruentes con las demandas y las contestaciones y con las demás pretensiones deducidas oportunamente en el pleito, condenando o absolviendo al demandado, y decidiendo todos los puntos litigiosos que hayan sido objeto del debate. Cuando éstos puntos hubieren sido varios, se hará el pronunciamiento correspondiente a cada uno de ellos.”

“Artículo 2918.- La acción hipotecaria, prescribirá a los diez años, contados desde que pueda ejercitarse con arreglo al título inscrito.”
CONCEPTO DE AGRAVIO.- Me causa perjuicio, la Sentencia Definitiva de fecha veintidós de agosto del año en curso, la cual por este medio se impugna, en virtud de que el A quo es incongruente al resolver el juicio principal, toda vez que declara improcedente la excepción derivada del artículo 2918 del Código Civil para el Distrito Federal, consistente en la prescripción de la acción hipotecaria, no entrando al profundo y adecuado estudio de la excepción en comento, ya que como se desprende del artículo 2918 del Código Civil del Distrito Federal, el mismo señala que la acción hipotecaria prescribirá a los diez años contados desde que pueda ejercitarse con arreglo al título inscrito, esto significa en el caso concreto y de una armónica interpretación del precepto legal antes invocado, que el término de diez años, se empieza a contar a partir de que se puede ejercitar la acción hipotecaria con arreglo al documento base de la presente acción, tal y como se pactó en la cláusula Décima Octava del documento de marras, esto es que mi contraria debía de ejercitar la misma en el momento de que el suscrito incumpliera con sus obligaciones de pago, situación que aconteció a partir del mes de enero de mil novecientos noventa y uno, habiendo transcurrido a la fecha, mas de diez años y por tal motivo se encuentra PRESCRITA la acción hipotecaria, así como la obligación de pago que el suscrito tenía a favor de mi contraria. 
De lo anterior se desprende, que el A quo realizó una interpretación inadecuada y contraria a derecho de la excepción de prescripción de la acción hipotecaria interpuesta por el suscrito al momento de dar contestación a la improcedente demanda incoada en mi contra, al haberla declarado improcedente la misma, la cual como ya lo manifesté, resulta a todas luces procedente, esto por haber transcurrido en exceso el término de diez años previstos por la ley para la prescripción de la acción intentada por mi contraria y la cual tuvo derecho de ejercitar desde el momento de incumplimiento de pago por parte del suscrito, esto es, desde enero de mil novecientos noventa y uno.
Asimismo, la Sentencia que por este medio se recurre, causa perjuicios al suscrito y viola el artículo 81 del Código Procesal de la materia, en virtud de que como se desprende de la Resolución impugnada, la misma no es clara ni congruente con el escrito de contestación de demanda del suscrito, toda vez que el A quo omite resolver la excepción de prescripción negativa opuesta por el suscrito en la contestación a la incoada en mi contra, respecto de la obligación de pago que tenía el suscrito con mi contraria derivada del contrato base de la acción, obligación que se encuentra PRESCRITA por el simple transcurso del tiempo, tal y como lo dispone los artículos 1135, 1158 y 1159 del Código Civil, mismos que has sido violados por el Juez de origen al momento de dictar la Sentencia que por este acto se impugna, artículos que a la letra dicen: 
Artículo 1135.- Prescripción es un medio de adquirir bienes o de librarse de obligaciones, mediante el transcurso de cierto tiempo y bajo las condiciones establecidas por la ley.

Artículo 1158.- La prescripción negativa se verifica por el solo transcurso del tiempo fijado por la ley.


Artículo 1159.- Fuera de los casos de excepción, se necesita el lapso de diez años, contado desde que una obligación pudo exigirse, para que se extinga el derecho de pedir su cumplimiento.

De lo anterior se desprende que el Juzgador, viola en perjuicio del suscrito respecto a la excepción de PRESCRIPCION NEGATIVA DE LA OBLIGACION, los artículos antes mencionados, así como el artículo 81 del ordenamiento legal antes citado, toda vez que en primer lugar, el A quo es omiso al no resolver y pronunciar sobre el respecto de la excepción ya mencionada, la cual Ustedes CC. Magistrados, deben de declarar procedente, en virtud de que tal y como lo indican los preceptos legales antes transcritos, la prescripción, consiste en una forma de librarse de obligaciones, mediante el transcurso de diez años, desde que una obligación se hace exigible, traducido al presente juicio en que han transcurrido mas de diez años, desde el momento en que la parte actora, pudo y tuvo el derecho de demandar el cumplimiento de la obligación de pago por parte del suscrito, toda vez que como ya se ha manifestado, el promoverte incumplió con la obligación de pago desde el mes de enero de mil novecientos noventa y uno, fecha desde que se debe contar el término de la prescripción, en virtud de que al incumplir con la obligación de pago mensual a la que el suscrito estaba obligado, trae como consecuencia, el vencimiento de las demás mensualidades, motivo por el cual como reiteradamente lo he mencionado, el término de la prescripción tanto de la acción hipotecaria así como la prescripción de la obligación de pago, debe de computarse, desde el mes de enero de mil novecientos noventa y uno, fecha en la que el promoverte incumplió con sus obligaciones,  amén de que la parte actora tenía la facultad de dar por vencido anticipadamente el contrato por incumplimiento del suscrito desde la fecha de incumplimiento, demandando la misma el cumplimiento del contrato base de la acción,  después de diez años contados a partir de la fecha en que pudo exigirlo, esto es, que presento su demanda en el mes de agosto del dos mil uno, motivo por el cual esta acreditado de forma fehaciente, la PRESCRIPCION, tanto de la acción hipotecaria, así como de la obligación de pago que el suscrito tenía hacia la parte actora, en virtud de haber transcurrido en exceso el término de diez años a partir de la fecha antes citada de incumplimiento del suscrito.

Lo anterior, es robustecido con la contestación de mi contraria a la posición marcada con el número 12 de la prueba confesional ofrecida por el suscrito, la cual se desahogo en audiencia de fecha dieciocho de agosto del año en curso, posición que a la letra dice:


“12.- QUE SU REPRESENTADA SABE QUE EN EL MES DE ENERO DE 1991 –MIL NOVECIENTOS NOVENTA Y UNO-, SU ARTICULANTE SE ABSTUVO DE SEGUIR CUMPLIENDO CON SUS OBLIGACIONES DE PAGO.”
y a la cual textualmente contesto lo siguiente: “ que no es cierto, aclarando que fue desde meses anteriores que se abstuvo de pagar la mensualidad a que estaba obligado.”, existiendo una CONFESION expresa ante autoridad Judicial por parte de mi contraria, acreditando de forma fehaciente, que el término de diez años para que opere la prescripción, ha transcurrido en exceso, confesión que el A quo omitió valorar entre los demás agravios que en el presente libelo se expresan, al momento de resolver el presente juicio y dictar la resolución que en este acto se impugna.

A efecto de robustecer lo anteriormente expuesto, sirve de sustento la siguiente tesis, la cual a la letra dice:

No. Registro: 180,299

Tesis aislada

Materia(s): Civil

Novena Época

Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito

Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta

XX, Octubre de 2004

Tesis: I.2o.C.28 C

Página: 2381

PRESCRIPCIÓN DE LA ACCIÓN HIPOTECARIA DERIVADA DE UN CONTRATO CON CLÁUSULA DE VENCIMIENTO ANTICIPADO. EL PLAZO PARA SU ACTUALIZACIÓN EMPIEZA A TRANSCURRIR DESDE QUE SE DA EL SUPUESTO DE MORA DEL DEUDOR QUE FACULTE AL ACREEDOR A DAR POR VENCIDO ANTICIPADAMENTE EL PLAZO PARA EL PAGO.

Los artículos 1158, 1159 y 2918 del Código Civil para el Distrito Federal prevén la posibilidad de liberar o exonerar el cumplimiento de obligaciones por el solo transcurso del tiempo, mediante la figura de la prescripción negativa, la cual exige dos elementos para su actualización: la inacción del acreedor y el transcurso del tiempo fijado en la ley. En el caso de un juicio especial hipotecario, ejercido por incumplimiento del deudor a su obligación emanada de un contrato de crédito a liquidar mediante erogaciones periódicas y sucesivas, con cláusula de vencimiento anticipado, de lo dispuesto en los numerales 1159 y 2918 del citado código, deriva que el momento en que inicia el cómputo del plazo para prescribir, está determinado por la simple factibilidad de poder exigir el cumplimiento de la obligación o de ejercer la acción correspondiente, pues los numerales en mención señalan: "contados desde que una obligación pudo exigirse" y "contados desde que pueda ejercitarse con arreglo al título inscrito", mas no prevén alguna condición o excepción a esa regla, por lo que el plazo para prescribir empieza a transcurrir a partir de que la obligación es exigible, independientemente de que el acreedor haga uso o no de su facultad para dar por vencido anticipadamente el plazo para el pago.

SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL DEL PRIMER CIRCUITO.

Amparo directo 8102/2004. Operadora de Activos Alfa, S.A. de C.V. 24 de junio de 2004. Unanimidad de votos. Ponente: Daniel Patiño Pereznegrón. Secretaria: Nélida Calvillo Mancilla.

Asimismo, es importante resaltar la mala valoración y estudio realizado por el Juzgador al momento de dictar la Resolución que por este medio se impugna, toda vez que como ya se ha manifestado, ha operado la prescripción tanto de la acción, así como de la obligación de pago, amén de que independientemente de que mi contraria demande el incumplimiento por parte del suscrita desde el mes de noviembre de mil novecientos noventa y uno y pretendan contar desde ese momento el término de la prescripción, sus Usías se percataran que la misma ha operado a pesar de haber sido presentada la demanda del presente juicio, aparentemente en tiempo, en razón de que tal y como lo establece el artículo 1168 fracción II del Código Civil para el Distrito Federal, la prescripción se interrumpe por demanda u otro cualquier género de interpelación judicial notificada al poseedor o al deudor en su caso, esto es que la demanda debe de ser notificada al deudor para interrumpir la prescripción, tal y como se desprende de la interpretación armónica del precepto legal antes invocado, siendo en el caso concreto, que la demanda me fue notificada en el año dos mil seis, por lo que Ustedes CC. Magistrados podrán percatarse que desde el mes de noviembre de mil novecientos noventa y uno, mes desde el cual mi contraria menciona que el suscrito incumplió con su obligación de pago, y mes en el que dio por vencido anticipadamente el contrato base de la acción, al mes de mayo del presente año, mes en el que se me notifico el presente juicio, ha transcurrido en exceso el término de diez años contemplados por la legislación civil para la PRESCRIPCION, tanto de la acción hipotecaria, así como de la obligación de pago por parte del suscrita hacia la parte actora, situación que de forma errónea y contraria a derecho no analizo ni estudio el A quo, toda vez que debió de haber declarado procedente las excepciones de prescripción de la acción y de la obligación opuestas por el suscrito al momento de dar contestación a la absurda e improcedente demanda incoada en mi contra, en virtud que desde el momento en que el suscrito incumplió con su obligación de pago, era exigible el cumplimiento de la obligación, así como procedente la acción hipotecaria.

Ahora bien, estando en el supuesto sin conceder respecto al razonamiento del A quo, al mencionar en la Sentencia que se recurre, en específico en la hoja marcada con el número cinco, en la parte final de la misma, la cual en su parte conducente refiere lo siguiente:
“… en consecuencia, se genera la convicción a favor de la parte actora en el sentido de que se actualiza la causal de vencimiento anticipado del plazo para el pago…”


de lo cual se observa, que el Juzgador considera que al haber manifestado el suscrito el incumplimiento de mi parte desde el mes de enero de mil novecientos noventa y uno, se  declara procedente el vencimiento anticipado, lo cual es contrario a derecho, y denota una parcialidad por parte del Juez a favor de mi contraria, en atención a que manifiesta que el término de la prescripción, debe de computarse a partir de que concluyera el término de veinte años pactado en el contrato base de la presente acción para que el crédito fuere exigible, razonamiento que el Juzgador no utilizó para declarar la procedencia del vencimiento anticipado, contraviniendo el Principio de igualdad procesal, toda vez que como sus Usías saben, esta clase de obligaciones es exigible desde el momento en que se incumple con ellas, incluso cuando se otorga al acreedor el derecho para declarar el vencimiento anticipado del plazo originalmente pactado en el contrato por incumplimiento del deudor, ya que lo que determina la exigibilidad de la obligación es el incumplimiento y no ese vencimiento anticipado, amén de que se violaría el principio de seguridad que inspira al sistema jurídico mexicano, porque se estaría facultando al acreedor para determinar desde cuándo comienza el cómputo del plazo de la prescripción, cuestión que al ser de orden público, no puede quedar al arbitrio de los contratantes, tal y como lo dispone la siguiente jurisprudencia, la cual a la letra dice:
No. Registro: 178,668

Jurisprudencia

Materia(s): Civil

Novena Época

Instancia: Primera Sala

Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta

Tomo: XXI, Abril de 2005

Tesis: 1a./J. 18/2005

Página: 501

PRESCRIPCIÓN DE LA ACCIÓN HIPOTECARIA. EL PLAZO PARA QUE OPERE DEBE COMPUTARSE A PARTIR DE QUE SE INCUMPLE CON LA OBLIGACIÓN DEL CONTRATO PRINCIPAL Y NO DESDE EL VENCIMIENTO ANTICIPADO DEL PLAZO ORIGINALMENTE PACTADO EN EL MISMO (LEGISLACIONES FEDERAL Y DEL ESTADO DE JALISCO).

El Código Civil Federal y el Código Civil del Estado de Jalisco coinciden en señalar que la prescripción de la acción hipotecaria comienza a computarse una vez que la obligación principal se hace exigible. Además, ambas legislaciones establecen que la exigibilidad de una obligación de pago acontece desde el momento en que su pago no puede rehusarse conforme a derecho, lo cual sucede desde el vencimiento de la obligación, porque en tanto no se produzca dicho vencimiento, el deudor se puede rehusar al cumplimiento conforme a derecho. Por tanto, esta clase de obligaciones es exigible desde el momento en que se incumple con ellas, incluso cuando se otorga al acreedor el derecho para declarar el vencimiento anticipado del plazo originalmente pactado en el contrato por incumplimiento del deudor, ya que lo que determina la exigibilidad de la obligación es el incumplimiento y no ese vencimiento anticipado. Por lo anterior, el plazo para que opere la prescripción de la acción hipotecaria debe computarse desde el momento en que se incumple con la obligación del contrato principal, y no cuando el plazo originalmente pactado en éste se termina o vence anticipadamente, ya que considerar lo contrario contravendría el principio de seguridad que inspira al sistema jurídico mexicano, porque se estaría facultando al acreedor para determinar desde cuándo comienza el cómputo del plazo de la prescripción, cuestión que al ser de orden público, no puede quedar al arbitrio de los contratantes.

Contradicción de tesis 121/2004-PS. Entre las sustentadas por los Tribunales Colegiados en Materia Civil, Quinto del Tercer Circuito y Séptimo del Primer Circuito. 26 de enero de 2005. Cinco votos. Ponente: José Ramón Cossío Díaz. Secretario: Fernando A. Casasola Mendoza.

Tesis de jurisprudencia 18/2005. Aprobada por la Primera Sala de este Alto Tribunal, en sesión de fecha dieciséis de febrero de dos mil cinco.

De lo anterior se desprende que estando en el supuesto sin conceder de que la prescripción de la acción hipotecaria, así como la de la obligación de pago del suscrito, no fuera procedente( lo cual a todas luces si es procedente), también lo es que tal y como se desprende de la jurisprudencia antes citada, no es posible declararse el vencimiento anticipado de la obligación, aún cuando se hubiera pactado en el contrato respectivo, motivo por el cual el A quo debió de haber resuelto en el sentido de declarar la prescripción tanto de la acción como de la obligación por las consideraciones vertidas en los párrafos precedentes, o en su defecto, no debió haber condenado al suscrito, por no poder ser aún legalmente exigible el cumplimiento de la obligación, por no haber transcurrido el término de veinte años de duración de la hipoteca pactado en el contrato base de la presente acción.

Por último, cabe señalar a Ustedes CC. Magistrados que integran esta H. Sala, que el A quo viola en perjuicio del suscrito al momento de dictar la Sentencia Definitiva que en este acto se combate, el Principio de Congruencia consagrado en el artículo 81 del Código de Procedimientos Civiles para el Distrito Federal, en virtud de que tal y como se desprende del resolutivo “SEGUNDO”, el Juzgador condena al suscrita al pago de intereses ordinarios y moratorios a partir del mes de enero de mil novecientos noventa y uno, extralimitándose de esta forma en sus funciones, toda vez que como se observa del escrito inicial de demanda interpuesto por mi contraria, la misma demanda del suscrito, el pago de la suerte principal consistente en $ 222,712.03, así como el pago de intereses normales sobre el capital que a la fecha se adeuda, así como el pago de intereses moratorios desde el momento en que el suscrito incurrió en mora, manifestando mi contraria en el escrito ya mencionado, que el promoverte incumplió con su obligación de pago desde el mes de noviembre de mil novecientos noventa y uno.

De lo anterior se desprende, la falta de estudio y la cierta parcialidad por parte del Juez de origen a favor de la parte actora al momento de resolver, toda vez que el A quo me esta condenando a mas de lo que demando mi contraria, situación que a todas luces resulta contraria a derecho, extralimitándose de esta forma en sus funciones el Juez inferior, en virtud de que como lo he manifestado, mi contraria demanda el pago de intereses desde el momento en que el suscrito incumplió, manifestando la actora, que el promoverte incumplió desde el mes de noviembre de mil novecientos noventa y uno, debiendo el A quo resolver conforme a lo establecido y manifestado en el escrito de demanda, en el cual mi contraria, se limitó a pedir el pago de intereses a partir del mes de noviembre del año antes citado, razón por la cual el Juez de origen viola en perjuicio del suscrito el Principio de Congruencia, toda vez que no puedo ser condenado a mas de lo que demanda mi contraria.

A efecto de robustecer lo anteriormente expuesto, a continuación me permito transcribir las siguientes jurisprudencias:
Registro IUS: 184268

Novena Epoca, Tribunales Colegiados de Circuito, Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Tomo XVII, Mayo de 2003, p. 1167, tesis I.6o.C. J/42, jurisprudencia, Civil. 

Rubro: SENTENCIAS, PRINCIPIO DE CONGRUENCIA DE LAS.

Texto: El principio de congruencia previsto en el artículo 81 del Código de Procedimientos Civiles para el Distrito Federal, consiste en que la autoridad resuelva sobre todas y cada una de las cuestiones oportunamente sometidas a su consideración.

SEXTO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL DEL PRIMER CIRCUITO.

Precedentes: Amparo directo 2485/92. Tráfico y Administración, S.C. 4 de junio de 1992. Unanimidad de votos. Ponente: Enrique R. García Vasco. Secretaria: Maura Angélica Sanabria Martínez.

Amparo directo 3066/2001. Enereo Rolando Elizalde Moreno. 17 de mayo de 2001. Unanimidad de votos. Ponente: José Juan Bracamontes Cuevas. Secretario: Juan Alfonso Patiño Chávez.

Amparo directo 3586/2002. Enrique Miranda Hernández. 6 de junio de 2002. Unanimidad de votos. Ponente: José Juan Bracamontes Cuevas. Secretario: César Cárdenas Arroyo.

Amparo directo 5406/2002. Seguros Bital, S.A., Grupo Financiero Bital. 12 de septiembre de 2002. Unanimidad de votos. Ponente: José Juan Bracamontes Cuevas. Secretario: Juan Alfonso Patiño Chávez.

Amparo directo 8116/2002. Eva López Guido de Picazo y otro. 13 de febrero de 2003. Unanimidad de votos. Ponente: Gustavo R. Parrao Rodríguez. Secretario: Miguel Ángel Silva Santillán.

Registro IUS: 187488

Novena Epoca, Tribunales Colegiados de Circuito, Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Tomo XV, Marzo de 2002, p. 1236, tesis I.6o.C. J/34, jurisprudencia, Civil. 

Rubro: LITIS, LA INTRODUCCIÓN DE ARGUMENTOS QUE NO FORMAN PARTE DE LA, RESULTAN INOPERANTES.

Texto: Desde el punto de vista estrictamente jurídico, el juzgador tiene el deber de tramitar las controversias que se le planteen, limitándose a tomar en cuenta únicamente los asertos que en los momentos procesales oportunos las partes expongan y está obligado a resolver solamente los puntos que sean materia de la disputa, esto es, aquellos que conformen la litis pues no puede ir más allá de los argumentos debatidos; afirmar lo contrario, sería terminar con la seguridad jurídica que es uno de los puntales primordiales que establece el artículo 81 del Código de Procedimientos Civiles para el Distrito Federal; en consecuencia, el Tribunal Colegiado de Circuito se encuentra impedido para abordar su estudio, toda vez que a la Sala de apelación no se le da oportunidad de conocer y, en su caso, de pronunciarse respecto de ellos.

SEXTO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL DEL PRIMER CIRCUITO.

Precedentes: Amparo directo 976/94. Impresos Pérez, S.A. de C.V. 11 de marzo de 1994. Unanimidad de votos. Ponente: Víctor Hugo Díaz Arellano. Secretario: Víctor Hugo Guel de la Cruz.

Amparo directo 886/98. Francisco Ríos Villegas. 26 de febrero de 1998. Unanimidad de votos. Ponente: Adalid Ambriz Landa. Secretario: Max Enrique Cymet Ramírez.

Amparo directo 6116/97. Socorro Castro Alva. 26 de marzo de 1998. Unanimidad de votos. Ponente: Adalid Ambriz Landa. Secretario: Raúl González González. 

Amparo directo 3816/2000. María del Rocío González Montesinos Ramírez. 21 de septiembre de 2000. Unanimidad de votos. Ponente: José Juan Bracamontes Cuevas. Secretario: Juan Alfonso Patiño Chávez.

Amparo directo 8976/2001. Farmacéutica Ehnlinger Mexicana, S.A. de C.V. 17 de enero de 2002. Unanimidad de votos. Ponente: José Juan Bracamontes Cuevas. Secretaria: María de los Ángeles Reyes Palacios.

Véase: Apéndice al Semanario Judicial de la Federación 1917-2000, Tomo VI, Materia Común, página 254, tesis 305, de rubro: "LITIS CONSTITUCIONAL, MATERIA DE LA." y Apéndice al Semanario Judicial de la Federación 1917.1995, Tomo IV, Materia Civil, página 352, tesis 501, de rubro: "CONCEPTOS DE VIOLACIÓN INOPERANTES, SON AQUELLOS QUE SE REFIEREN A VIOLACIONES PROCESALES QUE NO FUERON RECLAMADAS EN LA ALZADA.".


Por todo lo anteriormente expuesto, Ustedes CC. Magistrados, deben de declarar procedente y fundado el agravio que en este acto se hace valer, ordenando la revocación o modificación de la Sentencia Definitiva de fecha  veintidós de agosto del dos mil seis, dictada por el A quo, y dictando en su lugar, una Sentencia en la cual se declare procedente las excepciones hechas valer por el suscrito, en específico las de PRESCRIPCION de la acción hipotecaria que intenta mi contraria en el presente juicio, así como la de la obligación de pago por parte del promoverte hacia la parte actora, y por tal motivo, absolver de todas y cada una de las prestaciones reclamadas por mi contraria en su escrito inicial de demanda, o en su defecto dictar una nueva Sentencia en la cual se declare la inexigibilidad del pago del crédito otorgado al suscrito, por no ser actualmente exigible, en virtud de no haber transcurrido el término de exigibilidad pactado en el contrato base de la acción, el cual es de veinte años.
SEGUNDO AGRAVIO

FUENTE DEL AGRAVIO.- La Sentencia Definitiva de fecha veintidós de agosto del dos mil seis, emitida por el A quo.

ARTICULOS VIOLADOS.- El Artículo 2036 del Código Civil para el Distrito Federal, el cual a la letra dice:
PONER QUE NO ME FUE NOTIFICADA LA CESION, ME FUE NOTIFICADA LA DEMANDA Y AHÍ ME ENTERE QUE SOLIDA ES CESIONARIA DE SERFIN, ANEXANDOME COPIA DE LA CESION DE DERECHOS, PERO COMO TAL NUNCA ME FUE NOTIFICADA LA CESION, PERO EL ACUERDO QUE HABLA DE LA CESION DICE QUE SE NOTIFIQUE PERSONALMENTE A LAS PARTES Y FORMA PARTE DE LA CEDULA DE NOTIFICACION.
TERCER AGRAVIO
FUENTE DEL AGRAVIO.- La Sentencia Definitiva de fecha veintidós de agosto del dos mil seis, emitida por el A quo.

ARTICULOS VIOLADOS.- El Artículo 140 del Código de Procedimientos Civiles, el cual a la letra dice:

Artículo 140.- La condenación en costas se hará cuando así lo prevenga la ley, o cuando, a juicio del juez, se haya procedido con temeridad o mala fe.


CONCEPTO DE AGRAVIO.- Me causa perjuicio la Sentencia Definitiva de fecha veintidós de agosto del dos mil seis, dictada por el Juez de origen, en virtud de que de forma errónea y contraria a derecho, condena al suscrito al pago de gastos y costas, condena que de ninguna manera se le debió de haber hecho al promoverte, toda vez que como se desprende de todas y cada una de las actuaciones dentro del juicio en que se actúa, el suscrito jamás actuó con temeridad o con mala fe, tal y como lo pueden observar sus Usías, sino que al contrario, lo único que el suscrito hizo, fue defender sus derechos, esto, sin entorpecer o dilatar el procedimiento y menos aún con temeridad y mala fe.


Ahora bien, si bien es cierto que el precepto violado por el A quo manifiesta que se podrá condenar a costas si a juicio del juez se actúo de mala fe o con temeridad, también lo es que el Juzgador de origen, tuvo una mala apreciación y no realizó un buen juicio respecto a esta situación, toda vez que como Ustedes lo podrán observar no hubo mala fe por parte del suscrito dentro del presente juicio, motivo por el cual resulta absurdo y contrario a derecho, se me condene al pago de gastos y costas, porque como ya lo he manifestado, lo único que hizo el promoverte, fue defender sus derechos, situación que no está contemplada por la ley para realizar dicha condena.

Por todo lo anteriormente expuesto, es procedente que Ustedes CC. Magistrados, modifiquen o revoquen la Sentencia que por este medio se impugna, en la cual se debe de absolver al suscrito de todas y cada una de las prestaciones reclamadas por mi contraria, en virtud de ser fundados y procedentes los agravios expresados en este libelo.

Por lo anteriormente expuesto y fundado,

A USTEDES CC. MAGISTRADOS, atentamente pido se sirvan:


PRIMERO.- Tenerme por presentado con el escrito de cuenta, expresando agravios de mi parte.


SEGUNDO.- Se sirva tener por señalado domicilio para oír y recibir todo tipo de notificaciones, documentos y valores, así como autorizados a los profesionistas que se mencionan, para los fines precisados.


TERCERO.- Con las copias simples de traslado que en este acto exhibo, se le corra traslado a mi contraria, a efecto de que en el término de ley manifieste lo que a su derecho corresponda.


CUARTO.- En el momento procesal oportuno, se sirvan dictar la Sentencia correspondiente, absolviendo al suscrito de todas y cada una de las prestaciones reclamadas por mi contraria.

PROTESTO LO NECESARIO

GUSTAVO GONZALEZ PEREZ
QUEJOSO: SOLIDA ADMINISTRADORA DE PORTAFOLIOS S.A. DE C.V., CESIONARIA DE BANCA SERFIN, S.A. INSTITUCION DE BANCA MULTIPLE,
GRUPO FINANCIERO SERFIN.

TERCERO PERJUDICADO: GUSTAVO GONZALEZ PEREZ
AUTORIDAD RESPONSABLE: CUARTA SALA CIVIL DEL DISTRITO FEDERAL.

AMPARO DIRECTO NUMERO: 30/2007.

CC. MAGISTRADOS QUE INTEGRAN EL

SEPTIMO TRIBUNAL COLEGIADO DEL

PRIMER CIRCUITO, EN MATERIA CIVIL.


GUSTAVO GONZALEZ PEREZ, por mi propio derecho, y en mi carácter de Tercero Perjudicado, personalidad que tengo debidamente acreditada y reconocida en los autos del juicio al rubro citado, señalando domicilio para oír y recibir todo tipo de notificaciones, documentos y valores, el ubicado en Avenida Paseo de la Reforma, número 199, Octavo piso Despacho 802, en la Colonia Cuauhtémoc, Código Postal 06500, Delegación Cuauhtémoc, en México Distrito Federal, autorizando para los mismos efectos a los Licenciados en Derecho JOSE MIGUEL BLANCAS VARGAS, JOSE FERNANDO BETANCOURT CERVERA, HECTOR JULIO MENDOZA GOMEZ Y MARCO ANTONIO ALBA MORENO, con cédulas profesionales 1697921, 4402398, 3062935, 4642604 respectivamente, así como a los Pasantes en Derecho los CC. YANETH GARCIA ESPINDOLA, VICTOR HUGO FLORES RAMIREZ, HUGO PIÑONES FUENTES, BENJAMIN IVAN SANCHEZ PEREZ, JULIO DE LA VEGA LUNA, MIRIAM LEONOR LOZA MONROY, ADRIANA IZQUIERDO PIÑA, ante Usted con el debido respeto comparezco para exponer:

Por medio del presente escrito, estando en tiempo y forma hábil, y toda vez que con fecha nueve de enero de dos mil siete me fue notificado el proveído de fecha ocho de diciembre de dos mil seis, por medio del cual se tiene al Quejoso interponiendo juicio de Amparo en contra de la Resolución de fecha diez de noviembre de dos mil seis dictada por la H. Cuarta Sala Civil del Distrito Federal, vengo a formular de mi parte las siguientes:
ALEGACIONES


En primer orden, es importante resaltar y hacer hincapié a Ustedes CC. Magistrados que integran este órgano colegiado, que los conceptos de violación esgrimidos por el Quejoso en su demanda de Garantías, van encaminados a combatir lo conducente respecto de que supuestamente nunca se acreditó que el suscrito se abstuvo de cumplir con sus obligaciones de pago desde el mes de enero de mil novecientos noventa y uno, tratando de acreditar que el suscrito se abstuvo de cumplir con sus obligaciones desde el mes de noviembre de mil novecientos noventa y nueve, siendo sobre el único punto en que Ustedes deban de centrar el estudio minucioso que se sirvan realizar en el presente juicio, sin tomar en consideración otros puntos que no fueron vertidos por el recurrente como conceptos de violación.


En cuanto al único concepto de violación hecho valer por el Quejoso, cabe manifestar que debe declararse INFUNDADO, en virtud de que el mismo alude  lo siguiente:

“ DE ACUERDO A LO ANTES TRANSCRITO, ES EVIDENTE QUE LA AUTORIDAD ORDENADORA, NO ESTUVO ACERTADA AL DICTAR SU RESOLUCION, DETERMINACION QUE ES ILEGAL E INCONGRUENTE, en virtud de que, de ninguna manera ni en forma alguna quedó acreditado que el demandado abstuvo de cumplir con la obligación de pago adquirida en el contrato de apertura de crédito y garantía hipotecaria desde el mes de enero de mil novecientos noventa y uno, como equivocadamente lo determina la responsable ordenadora, pues dicha responsable en la sentencia que dicta no indica ni precisa en que forma o con que pruebas supuestamente el demandado demostró que efectivamente incumplió con sus obligaciones de pago en el mes de enero de mil novecientos noventa y nueve, y sin en cambio, dicha responsable ordenadora hace caso omiso y no toma en cuenta lo que se manifestó en el hecho undécimo del escrito inicial de demanda de la actora en el juicio natural, que textualmente dice “11.- Es el caso que la “PARTE ACREDITADA”, ha incurrido en mora por el incumplimiento de sus obligaciones a partir del mes de NOVIEMBRE de 1991…”
De lo anterior se desprende la mala fe con la que se conduce el Quejoso, en virtud de que resulta falso lo manifestado en las primeras líneas de la antes transcrito, referente a que en ningún momento se acreditó que el suscrito hubiera incumplido con sus obligaciones de pago desde el mes de enero de mil novecientos noventa y uno, toda vez que como Ustedes CC. Magistrados que integran este Tribunal colegiado podrán observar de los autos de juicio natural, en específico en la audiencia de fecha dieciocho de agosto de dos mil seis, el demandado al dar contestación a la posición marcada con el número doce, la cual a la letra dice:

“12.- QUE SU REPRESENTADA SABE QUE EN EL MES DE ENERO DE 1991 –MIL NOVECIENTOS NOVENTA Y UNO-, SU ARTICULANTE SE ABSTUVO DE SEGUIR CUMPLIENDO CON SUS OBLIGACIONES DE PAGO.”

Posición a la que la parte actora por conducto de su apoderado el Licenciado Vicente Sánchez Fabila, contestó categóricamente lo siguiente:
“A LA DECIMA SEGUNDA.- que no es cierto aclarando, que fue desde meses anteriores, que se abstuvo de pagar las mensualidades a que estaba obligado.”


De la contestación a la posición antes referida, se desprende y se acredita de forma idónea con la CONFESION EXPRESA realizada por el apoderado de la Quejosa, que el suscrito no incumplió desde el mes de noviembre de mil novecientos noventa y uno, como dolosa y falsamente lo precisa la recurrente, sino que el incumplimiento se dio desde el mes de enero del mismo año, o desde antes, confesión que beneficia los intereses del promovente, situación de la cual no existe duda alguna en los autos del juicio natural. Ahora bien, y estando en el supuesto sin conceder, tomando en consideración la contestación de la Quejosa a la posición ya mencionada, se acredita que el suscrito se abstuvo de cumplir con sus obligaciones de pago desde el  mes de diciembre de mil novecientos noventa, toda vez que con fecha treinta de noviembre de mil novecientos noventa, se celebro el contrato base de la presente acción, no pudiendo el suscrito incumplir con anterioridad al mes de diciembre de mil novecientos noventa, en virtud de que como se ha manifestado, el documento basal se celebro en el mes de noviembre del mismo año, pero de ninguna manera se acredita que el promovente haya incumplido desde el mes de noviembre de mil novecientos noventa y uno, o posteriormente a dicho mes y año.

Asimismo, y estando en el supuesto sin conceder de que el suscrito hubiere incumplido con su obligación de pago desde meses anteriores al mes de enero de mil novecientos noventa y uno (Tal y como obra en autos derivado de la CONFESION EXPRESA ante autoridad judicial hecha por el Apoderado de la Quejosa, confesión que beneficia los intereses del suscrito), resulta inconcluso e inatendible determinar si la fecha de incumplimiento por parte del promovente fue en el mes de enero de mil novecientos noventa y uno, o en meses anteriores, toda vez que en los dos casos se actualiza la hipótesis de la Prescripción Negativa a favor del suscrito, amén de que solo para el caso de que el criterio de Ustedes CC. Magistrados fuera referente a que no quedó acreditado que el suscrito hubiere incumplido en el mes de enero del año multicitado, deberán de tomar en cuenta la confesión expresa antes mencionada, con la cual se ACREDITA de forma fehaciente que el suscrito incumplió desde meses anteriores al mes de enero antes señalado, y por tal motivo, desde ese momento se empieza a contar el término de la prescripción negativa, toda vez que desde dicha fecha el promovente incumplió y desde ese momento, era procedente la acción hipotecaria, tal y como se estipulo en la cláusula décimo octava del documento base de la acción, acreditando de igual forma con dicha confesión, que la Quejosa tenía conocimiento desde cuando el suscrito incumplió y se denota la MALA FE y el Dolo con el que se conduce la misma, al declarar falsamente y manifestar que el que promueve incumplió en el mes de noviembre de mil novecientos noventa y uno, siendo esto FALSO, tal y como la misma Quejosa lo reconoció al momento de dar contestación a la posición mencionada en párrafos anteriores, y de esta forma tratar de acomodar los tiempos a su favor, a efecto de evitar la consumación de la prescripción, lo cual es contrario a derecho.

De lo anterior se desprende, que durante la tramitación del juicio natural, la recurrente jamás acreditó la supuesta fecha mencionada en su escrito inicial de demanda, en la que supuestamente el suscrito incumplió con sus obligaciones de pago.


Ahora bien, es importante hacer mención que lo que no quedo acreditado en el juicio de origen, así como tampoco ante el Ad quem, es la supuesta fecha precisada por la Quejosa, respecto al incumplimiento de pago por parte del suscrito, siendo dicha fecha la del mes de noviembre de mil novecientos noventa y uno, en virtud de que la parte actora en el juicio principal, no aporto elementos de prueba idóneos para acreditar dicha cuestión, amén de que la verdadera fecha en que el suscrito incumplió con sus obligaciones de pago, fue desde el mes de enero de mil novecientos noventa y uno, aclarando que la recurrente tenía la obligación y la carga procesal de acreditar la supuesta fecha de incumplimiento precisada por la misma, situación que en el caso concreto no aconteció.

Asimismo y por lo que respecta a lo mencionado por la Quejosa a la mitad del segundo párrafo de la foja cinco de su demanda de garantías, referente a que no se precisa en que forma o con que prueba el demandado demostró que había incumplido con su obligación de pago en el mes de enero de mil novecientos noventa y NUEVE, cabe manifestar que dicha afirmación es ilógica e incongruente, toda vez que el suscrito jamás intento acreditar que en el año de MIL NOVECIENTOS NOVENTA Y NUEVE, incumplí con mis obligaciones de pago a favor de la actora en el juicio natural, sino que el suscrito acreditó de forma fehaciente que, el mismo incumplió desde el mes de enero de MIL NOVECIENTOS NOVENTA Y UNO.

En tal orden de ideas y en cuanto a lo manifestado por la Quejosa en la parte media del segundo párrafo de la foja cinco de su demanda de garantías, en donde manifiesta lo que a continuación me permito transcribir en su parte conducente:


“…dicha responsable ordenadora hace caso omiso y no toma en cuenta lo que se manifestó en el hecho undécimo del escrito inicial de demanda de la actora en el juicio natural, que textualmente dice “11.- Es el caso que la “PARTE ACREDITADA”, ha incurrido en mora por el incumplimiento de sus obligaciones a partir del mes de NOVIEMBRE de 1991….”


De lo anterior se desprende la mala fe con la que se conduce la Quejosa, en virtud de que pretende engañar la buena fe de Ustedes CC. Magistrados, al tratar de hacerles creer, que sus simples manifestaciones vertidas en su escrito inicial de demanda en el juicio de origen, son suficientes para condenar al suscrito, situación que resulta errónea y contraria a derecho, toda vez que como Ustedes lo saben, es necesario acreditar con pruebas idóneas y fehacientes los hechos en que se funda una demanda, y no es suficiente realizar meras manifestaciones sin sustento legal ni acreditación alguna, situación que al parecer no ha comprendido la recurrente, aclarando que como se desprende de constancias de autos, la parte actora NO ACREDITO de forma alguna, que el suscrito hubiere incumplido con sus obligaciones de pago desde el mes de noviembre de mil novecientos noventa y uno, mas sin embargo y como acertadamente resolvió la Autoridad Responsable Ordenadora, si quedó debidamente acreditada la PRESCRIPCION de la acción intentada por la recurrente.



Ahora bien, de lo anteriormente vertido, y de un simple computo de los meses que han transcurrido desde el mes de incumplimiento del suscrito, hasta la presentación de la demanda por parte de la Quejosa, se puede observar que HA OPERADO LA PRESCRIPCION NEGATIVA, en virtud de que como se desprende de actuaciones en el juicio de origen, la recurrente presento su escrito inicial de demanda el día primero de agosto del dos mil uno, siendo que el suscrito se abstuvo de cumplir con sus obligaciones de pago, desde el mes de enero de mil novecientos noventa y uno, y tal y como la parte actora lo confeso al momento de absolver posiciones (posición 12), manifestó que el incumplimiento se dio meses anteriores a enero del año antes citado, de lo que se desprende que ha transcurrido en exceso el término de diez años contemplado por los artículos 1159 y 2918, ambos del Código Civil para el Distrito Federal, motivo por el cual resulta absurdo e improcedente las manifestaciones vertidas por la Quejosa, referente a que no ha transcurrido el término de la Prescripción de la acción intentada por la misma.

Cabe hacer mención, que tal y como lo indica el artículo 2918 con relación al 1159 ambos del Código Civil, así como también lo indica la recurrente, la prescripción de la acción hipotecaria comienza a contarse a partir de la fecha en que el acreditado incumpla con la obligación de pago, aclarando que lo que no le ha quedado claro a la Quejosa, es que durante la tramitación del juicio natural, jamás acredito, que el suscrito hubiera incumplido desde el mes de noviembre de mil novecientos noventa y uno, mas sin embargo, si quedo debidamente acreditado que el promovente se abstuvo de cumplir sus obligaciones de pago, desde el mes de enero de mil novecientos noventa y uno, motivo por el cual si el suscrito incumplió desde enero del año antes mencionado, desde ese momento se comienza a contar el término para la prescripción de la acción hipotecaria, como acertadamente lo resolvió la Autoridad Responsable ordenadora, mediante el acto reclamado en el presente juicio, consistente en la Sentencia de fecha diez de noviembre del dos mil seis.
Es importante hacer mención a Ustedes CC. Magistrados que integran este H. Tribunal Colegiado, que las tesis transcritas por la Quejosa, no tienen relación alguna con los conceptos de violación esgrimidos por la recurrente, en virtud de que los mismos van encaminados a combatir de forma errónea y contraria a derecho, que la Autoridad Responsable, debió de haber tomado como fecha para computar el término de la prescripción, la del mes de noviembre, situación que no debe de ser así y por tanto se debe de declarar INFUNDADOS e INOPERANTES los conceptos de violación vertidos por la recurrente, toda vez que como se ha manifestado, la parte actora en el juicio natural OMITIO aportar elementos de prueba y de esta forma acreditar la supuesta fecha de incumplimiento a la que hace referencia, siendo que las tesis aludidas por la misma, se refieren al momento desde el cual se debe de computar el término para la prescripción, situación que no es motivo de concepto de violación en la demanda de garantías interpuesta por la Quejosa.

En el mismo orden de ideas, cabe manifestar, que la Quejosa debió de haber robustecido sus conceptos de violación, con tesis referentes a la carga de la prueba, relacionadas con la valoración de las mismas, situación que en el caso concreto no aconteció, mas no así con tesis que no tienen relación alguna con dichos conceptos de violación, motivo por el cual se deben de declarar INFUNDADOS, IMPROCEDENTES E INOPERANTES, los conceptos de violación de la recurrente, aclarando que este H. Organo Colegiado, esta impedido para aplicar el Principio de Suplencia en la Deficiencia de la Queja, por lo que solamente deberá estudiar los conceptos de violación esgrimidos por la recurrente, amén de que como se observa de la tesis aplicadas por la Quejosa, las mismas la remiten a la Tesis Jurisprudencial, con la cual la Autoridad Responsable Ordenadora fundó su Resolución, aclarando que por tratarse de Jurisprudencia, es obligatoria para este H. Tribunal, la cual a continuación me permito transcribir:
No. Registro: 178,668

Jurisprudencia

Materia(s): Civil

Novena Época

Instancia: Primera Sala

Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta

Tomo: XXI, Abril de 2005

Tesis: 1a./J. 18/2005

Página: 501

PRESCRIPCIÓN DE LA ACCIÓN HIPOTECARIA. EL PLAZO PARA QUE OPERE DEBE COMPUTARSE A PARTIR DE QUE SE INCUMPLE CON LA OBLIGACIÓN DEL CONTRATO PRINCIPAL Y NO DESDE EL VENCIMIENTO ANTICIPADO DEL PLAZO ORIGINALMENTE PACTADO EN EL MISMO (LEGISLACIONES FEDERAL Y DEL ESTADO DE JALISCO).

El Código Civil Federal y el Código Civil del Estado de Jalisco coinciden en señalar que la prescripción de la acción hipotecaria comienza a computarse una vez que la obligación principal se hace exigible. Además, ambas legislaciones establecen que la exigibilidad de una obligación de pago acontece desde el momento en que su pago no puede rehusarse conforme a derecho, lo cual sucede desde el vencimiento de la obligación, porque en tanto no se produzca dicho vencimiento, el deudor se puede rehusar al cumplimiento conforme a derecho. Por tanto, esta clase de obligaciones es exigible desde el momento en que se incumple con ellas, incluso cuando se otorga al acreedor el derecho para declarar el vencimiento anticipado del plazo originalmente pactado en el contrato por incumplimiento del deudor, ya que lo que determina la exigibilidad de la obligación es el incumplimiento y no ese vencimiento anticipado. Por lo anterior, el plazo para que opere la prescripción de la acción hipotecaria debe computarse desde el momento en que se incumple con la obligación del contrato principal, y no cuando el plazo originalmente pactado en éste se termina o vence anticipadamente, ya que considerar lo contrario contravendría el principio de seguridad que inspira al sistema jurídico mexicano, porque se estaría facultando al acreedor para determinar desde cuándo comienza el cómputo del plazo de la prescripción, cuestión que al ser de orden público, no puede quedar al arbitrio de los contratantes.

Contradicción de tesis 121/2004-PS. Entre las sustentadas por los Tribunales Colegiados en Materia Civil, Quinto del Tercer Circuito y Séptimo del Primer Circuito. 26 de enero de 2005. Cinco votos. Ponente: José Ramón Cossío Díaz. Secretario: Fernando A. Casasola Mendoza.

Tesis de jurisprudencia 18/2005. Aprobada por la Primera Sala de este Alto Tribunal, en sesión de fecha dieciséis de febrero de dos mil cinco.

Asimismo, y a efecto de robustecer la antes manifestado, me permito insertar la siguiente tesis, misma que a la letra dice:

No. Registro: 180,299

Tesis aislada

Materia(s): Civil

Novena Época

Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito

Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta

XX, Octubre de 2004

Tesis: I.2o.C.28 C

Página: 2381

PRESCRIPCIÓN DE LA ACCIÓN HIPOTECARIA DERIVADA DE UN CONTRATO CON CLÁUSULA DE VENCIMIENTO ANTICIPADO. EL PLAZO PARA SU ACTUALIZACIÓN EMPIEZA A TRANSCURRIR DESDE QUE SE DA EL SUPUESTO DE MORA DEL DEUDOR QUE FACULTE AL ACREEDOR A DAR POR VENCIDO ANTICIPADAMENTE EL PLAZO PARA EL PAGO.

Los artículos 1158, 1159 y 2918 del Código Civil para el Distrito Federal prevén la posibilidad de liberar o exonerar el cumplimiento de obligaciones por el solo transcurso del tiempo, mediante la figura de la prescripción negativa, la cual exige dos elementos para su actualización: la inacción del acreedor y el transcurso del tiempo fijado en la ley. En el caso de un juicio especial hipotecario, ejercido por incumplimiento del deudor a su obligación emanada de un contrato de crédito a liquidar mediante erogaciones periódicas y sucesivas, con cláusula de vencimiento anticipado, de lo dispuesto en los numerales 1159 y 2918 del citado código, deriva que el momento en que inicia el cómputo del plazo para prescribir, está determinado por la simple factibilidad de poder exigir el cumplimiento de la obligación o de ejercer la acción correspondiente, pues los numerales en mención señalan: "contados desde que una obligación pudo exigirse" y "contados desde que pueda ejercitarse con arreglo al título inscrito", mas no prevén alguna condición o excepción a esa regla, por lo que el plazo para prescribir empieza a transcurrir a partir de que la obligación es exigible, independientemente de que el acreedor haga uso o no de su facultad para dar por vencido anticipadamente el plazo para el pago.

SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL DEL PRIMER CIRCUITO.

Amparo directo 8102/2004. Operadora de Activos Alfa, S.A. de C.V. 24 de junio de 2004. Unanimidad de votos. Ponente: Daniel Patiño Pereznegrón. Secretaria: Nélida Calvillo Mancilla.


Por ultimo, es importante hacer hincapié, y solo para el caso de que a criterio de este Tribunal, no se hubiere acreditado como fecha de incumplimiento por parte del suscrito el mes de enero de mil novecientos noventa y uno, Ustedes CC. Magistrados, deberán tomar en consideración la CONFESION EXPRESA realizada por la actora el el juicio de origen ya referida, así como también, que la Quejosa no acreditó durante la tramitación del juicio natural, que el suscrito incumplió con sus obligaciones desde el mes de noviembre de mil novecientos noventa y uno, situación que es suficiente para no condenar al promovente a las prestaciones demandadas por la Quejosa.

De todo lo anteriormente vertido, se desprende, que efectivamente y como acertadamente lo resolvió la Autoridad Responsable Ordenadora, HA OPERADO LA PRESCRIPCION NEGATIVA,  a favor del suscrito, ya sea desde el mes de enero de mil novecientos noventa y uno, o desde meses anteriores al ya mencionado, situación que quedo debidamente acreditada con la contestación a la posición marcada con el número 12, mencionada en párrafos anteriores, del pliego de posiciones exhibido por el suscrito en el juicio de origen, así como también se desprende que la Quejosa no acredito los hechos en que fundó su demanda, y mucho menos la supuesta fecha de incumplimiento por parte del promevente mencionada en el escrito inicial de demanda de la recurrente, por lo que este H. Tribunal Colegiado, deberá de NEGAR EL AMPARO Y PROTECCION  DE LA JUSTICIA FEDERAL a la Quejosa, ordenando la confirmación de la Sentencia emitida por la Autoridad Responsable Ordenadora, la cual fue dictada apegada a derecho, adentrándose únicamente al estudio del concepto de violación esgrimido por la Quejosa, sin que sea procedente aplicar el Principio de Suplencia en la Deficiencia de la Queja, en virtud de no actualizarse ninguna de las hipótesis mencionada en el artículo 76 bis de la Ley de Amparo.

A efecto de robustecer lo antes manifestado, y acreditar la obligación de la Quejosa de tener que haber acreditado en el juicio natural sus hechos, en específico la supuesta fecha de incumplimiento del suscrito en el mes de noviembre de mil novecientos noventa y uno, así como acreditar que la confesión expresa realizada por la misma al dar contestación a la posición 12 mencionada en párrafos anteriores se le debe de otorgar pleno valor probatorio en todo aquello admitido en su perjuicio, siendo el caso concreto, la confesión referente a que el suscrito ha incumplido desde meses anteriores al mes de enero de mil novecientos noventa y uno, motivo por el cual desde ese momento comenzó a correr el término de la prescripción, por lo que a efecto de robustecer todo lo anteriormente vertido, me permito transcribir las siguientes tesis y jurisprudencias:

	
	
	Registro No. 196523

Localización: 
Novena Época
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito
Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta
VII, Abril de 1998
Página: 669
Tesis: I.1o.T. J/34
Jurisprudencia
Materia(s): Común

PRUEBA CONFESIONAL. ALCANZA PLENO VALOR CUANDO ES CLARA Y PRECISA. 

Si bien es cierto que la prueba confesional puede decidir una controversia y ser bastante para resolverla, haciendo inútil el estudio de otros medios de convicción, esto sólo es admisible cuando la confesión es expresa, clara y perfectamente referida a los términos de la controversia, de manera que, sin lugar a dudas, implique el reconocimiento de la pretensión o bien de la excepción opuesta.

PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA DE TRABAJO DEL PRIMER CIRCUITO.
Amparo directo 10381/96. Martín Fuentes Rodríguez. 31 de octubre de 1996. Unanimidad de votos. Ponente: Horacio Cardoso Ugarte. Secretaria: Teresa Sánchez Medellín.

Amparo directo 141/97. Eloísa Ramírez Romero. 20 de febrero de 1997. Unanimidad de votos. Ponente: Horacio Cardoso Ugarte. Secretario: José Manuel Rodríguez Puerto.

Amparo directo 641/97. Karina Gabriela García Martínez. 20 de febrero de 1997. Unanimidad de votos. Ponente: Rubén Pedrero Rodríguez. Secretario: Ángel Salazar Torres.

Amparo directo 8981/97. Ramón Rodríguez Mora. 21 de agosto de 1997. Unanimidad de votos. Ponente: Rubén Pedrero Rodríguez. Secretario: José Francisco Becerril Mendoza.

Amparo directo 1481/98. Idilberto González García. 5 de marzo 1998. Unanimidad de votos. Ponente: Ricardo Rivas Pérez. Secretario: Carlos Gregorio Ortiz García.


	
	
	Registro No. 241261

Localización: 
Séptima Época
Instancia: Tercera Sala
Fuente: Semanario Judicial de la Federación
90 Cuarta Parte
Página: 63
Jurisprudencia
Materia(s): Común

PRUEBA CONFESIONAL, VALOR DE LA. 

Tratándose de la prueba confesional, sólo tiene valor probatorio pleno lo que el confesante admite en su perjuicio, pero no en lo que le beneficia, pues para que esto tenga valor necesita ser demostrado.
Sexta Epoca, Cuarta Parte:

Volumen LX, página 144. Amparo directo 1332/60. Francisco Rayas Sánchez. 27 de junio de 1962. Cinco votos. Ponente: José López Lira.

Volumen CXXI, página 65. Amparo directo 7989/65. Concepción Berea Tirado. 28 de julio de 1967. Cinco votos. Ponente: José Castro Estrada.

Séptima Epoca, Cuarta Parte:

Volumen 61, página 46. Amparo directo 5412/71. Sofía Medina viuda de Kakim. 7 de enero de 1974. Cinco votos. Ponente: José Ramón Palacios Vargas.

Volumen 79, página 74. Amparo directo 893/74. Pedro Torija Lozano. 25 de julio de 1975. Cinco votos. Ponente: Enrique Martínez Ulloa.

Volumen 88, página 45. Amparo directo 2680/75. Roberto Lemus Ortiz. 2 de abril de 1976. Cinco votos. Ponente: José Ramón Palacios Vargas.

Volumen 88, página 45. Amparo directo 4406/74. Fraccionadora y Constructora de Acapulco, S.A. 2 de abril de 1976. Cinco votos. La publicación no menciona el nombre del ponente.

Volumen 88, página 45. Amparo directo 4407/74. Fraccionadora y Constructora de Acapulco, S.A. 2 de abril de 1976. Cinco votos. Ponente: José Ramón Palacios Vargas.

Véase: Apéndice al Semanario Judicial de la Federación 1917-1985, Cuarta Parte, Tercera Sala, tesis 237, página 665, bajo el rubro "PRUEBA CONFESIONAL, VALOR DE LA.".


Registro No. 392456

Localización: 
Séptima Época
Instancia: Tercera Sala
Fuente: Apéndice de 1995
Tomo IV, Parte SCJN
Página: 222
Tesis: 329
Jurisprudencia
Materia(s): Civil

PRUEBA CONFESIONAL, VALOR DE LA. 

Tratándose de la prueba confesional, sólo tiene valor probatorio pleno lo que el confesante admite en su perjuicio, pero no en lo que le beneficia, pues para que esto tenga valor necesita ser demostrado.
Séptima Epoca:

Amparo directo 1332/60. Francisco Rayas Sánchez. 27 de junio de 1962. Cinco votos.

Amparo directo 7989/65. Concepción Berea Tirado. 28 de julio de 1967. Cinco votos.

Amparo directo 5412/71. Sofía Medina vda. de Kakim. 7 de enero de 1974. Cinco votos.

Amparo directo 4406/74. Fraccionadora y Constructora de Acapulco, S. A. 2 de abril de 1976. Cinco votos.

Amparo directo 4407/74. Fraccionadora y Constructora de Acapulco, S. A. 2 de abril de 1976. Cinco votos

Por lo anteriormente expuesto y fundado,

A USTEDES CC. MAGISTRADOS, atentamente solicito se sirva:


PRIMERO.- Tenerme por presentado en tiempo y forma, formulando las alegaciones vertidas en el cuerpo del presente libelo.


SEGUNDO.- Tenerme por señalado domicilio para oír y recibir todo tipo de notificaciones, documentos y valores, así como por autorizados a los profesionistas mencionados en el presente escrito para los mismos efectos.


TERCERO.- En el momento procesal oportuno, se sirvan dictar la Resolución que conforme a derecho corresponda, negando el amparo y protección de la Justicia Federal solicitada por la Quejosa, notificando a la Autoridad Responsable de que quedó firme la Sentencia emitida por la misma.

PROTESTO LO NECESARIO

GUSTAVO GONZALEZ PEREZ

México, Distrito Federal, a dieciocho de enero de dos mil siete.

SOLIDA ADMINISTRADORA DE

PORTAFOLIOS S.A. DE C.V.

VS.

GONZALEZ PEREZ GUSTAVO.

JUICIO ESPECIAL HIPOTECARIO.

EXPEDIENTE: 491/01.

INCIDENTE DE CUANTIFICACION Y 
LIQUIDACION DE GASTOS Y COSTAS

C. JUEZ QUINCUAGESIMO PRIMERO DE LO

CIVIL, EN EL DISTRITO FEDERAL.


JOSE MIGUEL BLANCAS VARGAS, en mi carácter de Abogado Patrono de la parte demandada, personalidad que acredito con constancias de los autos al rubro citado, señalando domicilio para oír y recibir todo tipo de notificaciones, documentos y valores, el ubicado en Avenida Paseo de la Reforma, número 199, Octavo piso Despacho 802, en la Colonia Cuauhtémoc, Código Postal 06500, Delegación Cuauhtémoc, en México Distrito Federal, autorizando para los mismos efectos a los Licenciados en Derecho JOSE FERNANDO BETANCOURT CERVERA, HECTOR JULIO MENDOZA GOMEZ Y MARCO ANTONIO ALBA MORENO, con cédulas profesionales 4402398, 3062935, 4642604 respectivamente, así como a los Pasantes en Derecho los CC. VICTOR HUGO FLORES RAMIREZ, HUGO PIÑONES FUENTES, JULIO DE LA VEGA LUNA, LUIS JEZIEL FIERRO TORRES, ANGEL  BALLINAS AURAUJO, ante Usted con el debido respeto comparezco para exponer:

Por medio del presente escrito, con fundamento en lo dispuesto por los artículos 139, 141, 88 y demás relativos y aplicables al Código de Procedimientos Civiles para el Distrito Federal y los artículos 126, 128  y demás relativos y aplicables de la Ley Orgánica del Tribunal Superior de Justicia del Distrito Federal, en vía Incidental, vengo a demandar de la actora las siguientes:
PRESTACIONES

A) El pago de la cantidad de $22,271.20 (Veintidós mil doscientos setenta y un pesos 20/100 mn.), por concepto de gastos y costas, cantidad que en capítulo especial se detallará como se obtuvo dicho total.

Fundo el presente Incidente, en los siguientes hechos y consideraciones de derecho.

HECHOS


1.- Con fecha primero de agosto del dos mil uno, la parte actora interpuso escrito inicial de demanda, en la cual demandaba de mi cliente el pago de la cantidad de $22,271.20 (Veintidós mil doscientos setenta y un pesos 20/100 mn.) por concepto de suerte principal, mas diversos accesorios que no se encuentran cuantificados.

2.- Con fecha once de mayo de dos mil seis, mi cliente fue emplazado a juicio, dando contestación a la demanda instaurada por la actora mediante escrito de fecha veinticuatro de mayo del año próximo pasado, en el cual se autoriza al suscrito como Abogado Patrono, así como a los Licenciados JOSE FERNANDO BETANCOURT CERVERA, HECTOR JULIO MENDOZA GOMEZ y MARCO ANTONIO ALBA MORENO, quienes laboran en el despacho del cual el suscrito es el titular, amén de encontrarse debidamente acreditado en autos la intervención de Abogado Titulado por parte de mi cliente que es el demandado en el presente juicio.


3.- Con fecha veintidós de agosto de dos mil seis, su Señoría dictó la Sentencia Definitiva, la cual fue recurrida por el demandado mediante recurso de apelación de fecha treinta y uno de agosto de dos mil seis, expresando los agravios respectivos directamente ante la Cuarta Sala Civil mediante promoción de fecha tres de octubre del año próximo pasado.


4.-Con fecha diez de noviembre de dos mil seis, la H. Cuarta Sala Civil del Distrito Federal, dictó la Sentencia respectiva al recurso de apelación en contra de la Sentencia Definitiva interpuesta por mi cliente demandado, en la cual los CC. Magistrados ordenaron la revocación de la Sentencia Definitiva dictada por su Usía, en el sentido de absolver al demandado (cliente) de todas y cada una de las prestaciones demandadas por la actora, condenando a ésta última al pago de gastos y costas.

5.- Cabe aclarar que dicha Sentencia actualmente se encuentra firme, en virtud de que a pesar de que la actora interpuso amparo directo en contra de la Sentencia emitida por la H. Cuarta Sala Civil del Distrito Federal mencionada en párrafos anteriores, el Séptimo Tribunal Colegiado encargado de resolver el amparo en comento, no otorgo el amparo solicitado por la actora, tal y como se desprende de la resolución de fecha siete de febrero del año en curso.


6.- Ahora bien, para la cuantificación de gastos y costas en el presente Incidente, es procedente aplicar la Ley Orgánica del Tribunal Superior de Justicia del dos mil seis, en virtud de que la Sentencia que condena a los demandados al pago de gastos y costas fue dictada en ese año, tal y como lo establece el siguiente criterio jurisprudencial:

No. Registro: 176,340

Jurisprudencia

Materia(s): Civil

Novena Época

Instancia: Primera Sala

Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta

XXIII, Enero de 2006

Tesis: 1a./J. 167/2005

Página: 262

COSTAS. DEBEN CUANTIFICARSE CONFORME A LA LEY VIGENTE EN LA FECHA EN QUE SE DICTA LA SENTENCIA DEFINITIVA (LEGISLACIÓN DEL DISTRITO FEDERAL).

Los artículos 140 y 141 del Código de Procedimientos Civiles para el Distrito Federal establecen el sistema para la condena en costas, su tramitación y la parte a quien corresponde regularlas, así como la forma de liquidarlas. Ahora bien, las costas representan el conjunto de gastos que origina el proceso para los litigantes, comprendiendo el importe de los honorarios de los abogados y los necesarios para desahogar las diligencias solicitadas durante aquél; por ello son de naturaleza procesal y, aunque se les considera accesorias de la sentencia pronunciada en el juicio principal, son independientes en tanto que no están ligadas ni dependen del derecho sustancial reconocido en aquélla. En ese orden de ideas, una vez que el pago de costas ha sido declarado procedente por el órgano jurisdiccional en la sentencia definitiva, inicia la etapa de liquidación, regulación, determinación, cuantificación o tasación, pues si ya se impuso la condena, sólo queda traducirla a cantidad líquida. En consecuencia, si la materia de las costas causadas pertenece al ámbito procesal porque tienen su origen en el proceso y están reglamentadas por las leyes procesales, además de que su imposición es una de las consecuencias derivadas de la sentencia, resulta indudable que deben cuantificarse de acuerdo con la ley vigente en la fecha en que se dicte dicha sentencia, que es en donde se define la responsabilidad de quien debe indemnizarlas. Lo anterior, en tanto las costas son erogaciones por todo el proceso, y sólo al dictarse sentencia se puede tener conocimiento de su costo real actualizado; adicionalmente, no se causan en todos los juicios, y es sólo hasta que se surte la hipótesis específica que se actualiza la obligación de su pago.

Contradicción de tesis 98/2005-PS. Entre las sustentadas por los Tribunales Colegiados Segundo y Tercero, ambos en Materia Civil del Primer Circuito. 9 de noviembre de 2005. Unanimidad de cuatro votos. Ausente: Olga Sánchez Cordero de García Villegas. Ponente: Juan N. Silva Meza. Secretario: Jaime Flores Cruz.

Tesis de jurisprudencia 167/2005. Aprobada por la Primera Sala de este Alto Tribunal, en sesión de fecha dieciséis de noviembre de dos mil cinco.

7.- En tal orden de ideas, y tal y como lo prevé el artículo 128 de la Ley Orgánica del Tribunal Superior de Justicia del Distrito Federal, los gastos y costas deben de ser cuantificados a razón del 8%, cuando el monto del negocio exceda del equivalente a tres mil días y no rebase el equivalente a seis mil días de salario mínimo general vigente en el Distrito Federal tratándose de cantidad liquida, aclarando a su Usía que en el año dos mil seis, fecha en que se dictó la Sentencia Definitiva en la que se condena a los demandados al pago de gastos y costas, el salario mínimo en el Distrito Federal era de $ 48.67 (Cuarenta y ocho pesos 67/100 m.n), salario que entro en vigor a partir del 1º. De enero de dos mil seis.

De lo anterior se desprende que de una simple operación aritmética, consistente en multiplicar $ 48.67 (Salario mínimo del 2006), por tres mil días de salario mínimo, nos da la cantidad de $146,010.00 (Ciento cuarenta y seis mil diez pesos 00/100 mn.), excediendo el monto del presente negocio de dicha cantidad, ya que en el presente juicio la cantidad liquida y determinada asciende a $ 222,712.03 ( Doscientos veintidós mil setecientos doce pesos 03/100 mn.), sobre la cual debe de calcularse el 8% por concepto de gastos y costas, tal y como lo dispone el precepto legal antes invocado, debiendo de agregar a dicho porcentaje un 2% mas, en virtud de que el presente asunto fue resuelto mediante segunda instancia, debiendo de calcularse los gastos y costas sobre el 10% del monto determinable del presente juicio.
Ahora bien, de una simple operación aritmética consistente en multiplicar el monto al que asciende el presente negocio ($ 222,712.03 ) por el 10% referente al porcentaje mencionado y explicado en párrafos anteriores, nos da la cantidad de $ 22,271.20 (Veintidós mil doscientos setenta y un pesos 20/100 mn.) por concepto de gastos y costas que adeuda la parte actora.

A efecto de robustecer lo anteriormente manifestado, me permito transcribir la siguiente tesis:

No. Registro: 176,735

Tesis aislada

Materia(s): Civil

Novena Época

Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito

Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta

XXII, Noviembre de 2005

Tesis: I.13o.C.36 C

Página: 849

COSTAS. ES UN REQUISITO DE PROCEDENCIA DEL INCIDENTE RESPECTIVO, QUE PREVIO A SU TRAMITACIÓN SE APRUEBE LA CANTIDAD DETERMINABLE QUE SERVIRÁ DE BASE PARA SU LIQUIDACIÓN.

El artículo 128 de la Ley Orgánica del Tribunal Superior de Justicia del Distrito Federal, establece las bases para determinar las costas atendiendo al monto del negocio, razón por la cual, cuando la cuantía del asunto es determinable, por haberse reservado la liquidación de los conceptos materia de condena de la sentencia definitiva para ejecución de sentencia, constituye un requisito de procedencia del incidente de gastos y costas que previamente se aprueben en cantidad líquida las diversas prestaciones que servirán de base para su liquidación.

DÉCIMO TERCER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL DEL PRIMER CIRCUITO.

Amparo en revisión 76/2005. Banco Unión, S.A., en liquidación (hoy en quiebra). 14 de abril de 2005. Unanimidad de votos. Ponente: Arturo Ramírez Sánchez. Secretaria: Gabriela Elena Ortiz González.

Amparo en revisión 82/2005. Instituto para la Protección al Ahorro Bancario (IPAB). 14 de abril de 2005. Unanimidad de votos. Ponente: Arturo Ramírez Sánchez. Secretaria: Gabriela Elena Ortiz González.

Amparo en revisión 241/2005. Ernesto Barba Gómez. 10 de agosto de 2005. Unanimidad de votos. Ponente: Ethel Lizette del Carmen Rodríguez Arcovedo. Secretario: Gustavo Villegas Parra.


8.- Ahora bien, y por lo que respecta a la acreditación de que el demandado fue asesorado por Licenciado en Derecho, dicha situación se acredita con las constancias de autos, donde se desprende que en el escrito de contestación de demanda, fueron autorizados como Licenciados en Derecho el suscrito quien es el titular del despacho de Abogados que patrocinan al demandado, así como a los Licenciados en Derecho los CC. JOSE FERNANDO BETANCOURT CERVERA, HECTOR JULIO MENDOZA GOMEZ, MARCO ANTONIO ALBA MORENO.

Lo anterior se acredita de autos, amén de acreditarse de forma fehaciente la intervención de Abogado Titulado por parte de mi cliente la parte demandada, ya que en audiencias de fechas seis de junio y  dieciocho de agosto ambas del dos mil seis, el Licenciado en Derecho HECTOR JULIO MENDOZA GOMEZ, compareció a dichas Audiencias como Abogado de la parte demandada, con lo que doy debido cumplimiento a lo establecido por el artículo 127 de la Ley Orgánica del Tribunal Superior de Justicia del Distrito Federal.

A efecto de robustecer lo anteriormente manifestado, respecto a que ha quedado debidamente acreditada la representación y patrocinio por parte del suscrito, me permito citar la siguiente tesis que por analogía es aplicable al presente caso:

No. Registro: 177,863

Tesis aislada

Materia(s): Civil

Novena Época

Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito

Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta

XXII, Julio de 2005

Tesis: I.3o.C.492 C

Página: 1501

PRUEBAS EN EL INCIDENTE DE COSTAS DERIVADO DE JUICIO MERCANTIL.

De la interpretación literal y sistemática de los artículos 1086 a 1088 del Código de Comercio, se desprende que no está previsto expresamente el ofrecimiento de pruebas en los escritos que fijan la litis en el incidente de regulación de costas, ni la existencia de una dilación probatoria, pero ello no es óbice para que las partes ofrezcan probanzas destinadas a acreditar aspectos relacionados con la procedencia de las costas, como la titulación del abogado que haya asesorado a las partes, o que haya intervenido como patrono o procurador, y la asesoría misma de dicho profesionista, en caso de que no se desprenda de las actuaciones del juicio principal, ya que si en ellas obra constancia de tal asesoría, resultará innecesario ofrecer otras pruebas sobre ese punto. Así es, porque en el expediente del juicio que concluyó con la sentencia condenatoria en costas, que es el título generador del derecho a su cobro, puede obrar o no constancia de la intervención del abogado, de manera que, ante la ausencia de esa constancia, es menester la rendición de prueba en tal sentido, lo que se hará precisamente en la demanda incidental, ante la inexistencia de una dilación probatoria, pues, de lo contrario, se impediría a la parte que obtuvo la condena probar la asesoría recibida. En cambio, esa probanza será innecesaria si del juicio principal se desprende la asesoría, o la intervención de algún abogado como patrono o procurador, dado que, en ese caso, el expediente es una prueba preconstituida, tanto para acreditar los anteriores extremos, como para establecer, con vista en la demanda principal, la cuantía determinada o indeterminada del asunto. Por ende, en ese supuesto, las partes pueden hacer expresa remisión a esas actuaciones, sin que deban efectuar un ofrecimiento ex profeso de la prueba instrumental respectiva, bastando, solamente, la indicación de las constancias pertinentes a fin de que sean tomadas en cuenta por el órgano judicial.

TERCER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL DEL PRIMER CIRCUITO.

Amparo en revisión 87/2005. Banco Nacional de México, S.A., integrante del Grupo Financiero Banamex Accival, S.A. de C.V. 14 de abril de 2005. Unanimidad de votos. Ponente: Neófito López Ramos. Secretario: Raúl Alfaro Telpalo.

9.- En tal orden de ideas, y a efecto de robustecer el derecho del suscrito como Abogado Patrono y titular del despacho que patrocinó durante el presente juicio al actor, para cuantificar, liquidar y exigir el pago de los gastos y costas en el presente juicio, me permito citar la siguiente tesis:

No. Registro: 184,508

Tesis aislada

Materia(s): Civil

Novena Época

Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito

Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta

XVII, Abril de 2003

Tesis: I.11o.C.58 C

Página: 1070

COSTAS. EL INCIDENTE PROCEDE CON INDEPENDENCIA DE QUE LA PARTE VENCEDORA HAYA SIDO ASESORADA POR DISTINTOS LICENCIADOS EN DERECHO DURANTE EL PROCESO.

El hecho de que el abogado que promueve el incidente de liquidación de costas no sea el mismo que patrocinó a la vencedora desde el inicio del juicio, no impide que ésta tenga derecho a cobrar las costas, toda vez que el pago de éstas no se encuentra condicionado a que la asesoría jurídica sea proporcionada por el mismo licenciado en derecho durante todo el juicio, sino que, con independencia de ello, a la parte a quien beneficia la sentencia le corresponde su cobro porque innecesariamente se le hizo comparecer a juicio y erogar gastos en asesoría jurídica profesional para contender de manera adecuada, sin que obste el número de personas que a través del proceso la hayan asesorado.

DÉCIMO PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL DEL PRIMER CIRCUITO.

Amparo en revisión 433/2002. Servicios Aéreos Norte, Sur, S.A. de C.V. 23 de enero de 2003. Unanimidad de votos. Ponente: Indalfer Infante Gonzales. Secretario: Mario Alejandro Moreno Hernández.


Ahora bien, y con fundamento en lo dispuesto por el artículo 88 y demás relativos y aplicables del Código de Procedimientos Civiles para el Distrito Federal, vengo a ofrecer de mi parte las siguientes:

PRUEBAS

1.- LA DOCUMENTAL PRIVADA.- Consistente en copia simple de las cédulas profesionales de los Abogados autorizados en el presente juicio y que intervinieron en el juicio principal con dicho carácter, mismas que adjunto al presente Incidente como ANEXO UNO.
Esta prueba la ofrezco en términos de lo dispuesto por los artículos 334, 335 y demás relativos y aplicables del Código de Procedimientos Civiles para el Distrito Federal, relacionándola con todos y cada uno de los hechos narrados en el presente Incidente, en específico con los marcados con los numerales 1,2,3,4,5,6,7,8,9.

Con esta prueba, acreditaré de forma fehaciente e independientemente de que se encuentra acreditado en autos, la asesoría y patrocinio por parte del suscrito y de los Licenciados en Derecho titulados del despacho del cual el suscrito es el titular, a favor de la parte demandada en la tramitación del presente juicio y por ende, la actora se encuentra obligada a pagar las prestaciones que en el presente libelo se demandan.

2.- LA INSTRUMENTAL DE ACTUACIONES.- Consistente en todas y cada una de las actuaciones que se originen con motivo de la tramitación del presente Incidente, así como todas y cada una de las actuaciones originadas en el juicio principal y demás Incidentes derivados del mismo, en todo aquello que favorezca los intereses del suscrito.


Esta prueba la ofrezco en términos de ley, relacionándola con todos y cada uno de los hechos vertidos en el escrito inicial del presente Incidente, en específico con los marcados con los numerales 1,2,3,4,5,6,7,8,9.


3.- LA PRESUNCIONAL LEGAL Y HUMANA.- Consistente en todas y cada una de las deducciones lógico jurídicas que su Señoría se sirva realizar con motivo de la tramitación del presente Incidente, así como las deducciones lógico jurídicas realizadas por su Usía en el juicio principal y demás Incidentes derivados del mismo, en todo aquello que favorezca los intereses del suscrito.

Esta prueba la ofrezco en términos de lo dispuesto por los artículos 379, 380, 381 y demás relativos y aplicables al Código de Procedimientos Civiles para el Distrito Federal, relacionándola con todos y cada uno de los hechos vertidos en el escrito inicial del presente Incidente, en específico con los marcados con los numerales 1,2,3,4,5,6,7,8,9.
DERECHO

En cuanto al procedimiento son aplicables los artículos 88 y demás relativos y aplicables del Código de Procedimientos Civiles para el Distrito Federal.


En cuanto al fondo son aplicables los artículos 126, 127, 128 y demás relativos y aplicables de la Ley Orgánica del Tribunal Superior de Justicia del Distrito Federal, así como los artículos 139, 140, 141 y demás relativos y aplicables del Código de Procedimientos Civiles para el Distrito Federal.

Por lo anteriormente expuesto y fundado,

A USTED C. JUEZ, atentamente pido se sirva:


PRIMERO.- Tenerme por presentado en tiempo y forma, promoviendo INCIDENTE DE CUANTIFICACION Y LIQUIDACION DE GASTOS Y COSTAS.

SEGUNDO.- Tener por autorizados a los profesionistas mencionados en el presente libelo, así como por señalado domicilio para los efectos que se precisan.


TERCERO.- Tener por ofrecidas y admitidas, todas y cada una de las pruebas ofrecidas por el suscrito en el presente Incidente.


CUARTO.- Con las copias simples del presente ocurso que se exhiben, se corra traslado a la actora, a efecto de que en el término de ley manifieste lo que a su derecho convenga.


QUINTO.- En el momento procesal oportuno, se sirva dictar la Sentencia Interlocutoria que conforme a derecho corresponda, condenando a la actora al pago de todas y cada una de las prestaciones que se reclaman en el presente libelo.

PROTESTO LO NECESARIO

JOSE MIGUEL BLANCAS VARGAS

ABOGADO PATRONO DE LA ACTORA

CED. PROF. 1697921
México, Distrito Federal a dos de julio de dos mil siete.
